Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 48 minutos) 


Ante todo quiero informar a los miembros de la Comisión que ha llegado una nota que nos 
cursó la Prosecretaría del Senado, en la cual se indica que se ha dado cumplimiento a la decisión que 
adoptó este Cuerpo en una de sus últimas sesiones. Como los señores Senadores recordarán, se 
había remitido una nota al señor Presidente del Senado y de la Asamblea General -quien, a su vez, la 
envió al señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia con destino al señor Juez, doctor Carlos 
García- para que se facilitara el acceso del Senado a todo el material que obra en estas actuaciones. 
En ese sentido, se nos informa que se está trabajando en la copia del material. En principio, hemos 
seleccionado una parte de la documentación, pero si es necesario copiar la totalidad, así se hará. En 
definitiva, entonces, se ha actuado conforme a lo resuelto por la Comisión. De todas maneras, a través 
de la Secretaría vamos a repartir la nota que nos envió la señora Prosecretaria, escribana Palacio. 


Hecha esta aclaración, en nombre de los miembros de esta Comisión damos la bienvenida al 
señor Senador Juan Justo Amaro, quien ha concurrido en el día de hoy para referirse a la Carpeta N* 
778/2007. El señor Senador Amaro viene acompañado por los doctores Jorge Pereira Schurmann y 
Daniel Martínez Correa. De manera que les damos la bienvenida y le ofrecemos la palabra al señor 
Senador Amaro, quien, por supuesto, podrá solicitar la intervención de sus asesores cuando lo 
entienda oportuno. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente y señores Senadores: agradezco la bienvenida, en mi nombre y 
en el de los dos asesores que me acompañan en el día de hoy, el doctor Pereira Schurmann y el doctor 
Martínez Correa. 


Lógicamente que el tema que nos convoca no es el que uno podía esperar al llegar a este 
Parlamento, donde he tenido tres diputaciones y esta senaturía, aunque anteriormente ya habíamos 
actuado en calidad de suplentes. Pero los hechos son los hechos y hay que aclararlos. De manera que 
antes de introducirme en el tema, voy a ceder la palabra al doctor Pereira Schurmamn a los efectos de 
plantear dos asuntos que para mí son prioritarios, pero que son para un jurista y no para mí, que no 
soy abogado. 


SEÑOR PEREIRA.- Es un gusto estar aquí, sobre todo, en esta ocasión, acompañando al señor 
Senador Juan Justo Amaro en la defensa de su posición relativa a la petición de desafuero del Juzgado 
Letrado en lo Penal de 17% Turno. Entendemos que se trata de un hecho desafortunado, que no 
corresponde y que, en especial, es sumamente injusto por lo cual habemos de tratar de fundamentar 
los motivos por los cuales entendemos que el mismo debe ser denegado por la Cámara. 


Como primer punto habremos de tratar muy someramente -ya que están presentes 
distinguidos constitucionalistas especialistas en el tema- cuál es el instituto del desafuero. En definitiva, 
todos sabemos que este es un instituto que tiende a garantizar no solamente la posición personal del 
Legislador o la defensa del buen funcionamiento de la Cámara, sino fundamentalmente el respeto de lo 
que es la voluntad del elector. Estamos frente a funcionarios, a representantes electos directamente 
por el pueblo y, por ende, este instituto del desafuero tiene como finalidad específica no interferir con la 
voluntad directa de los votantes que han puesto a determinado representante -y no a otros- en la 
Cámara para que -precisamente- los representen. En consecuencia, este instituto lo que hace es 
ponerlos a resguardo de cualquier influencia o injerencia indebida de la actuación de otro Poder del 
Estado. 


Esta es una primera precisión; acá no estamos defendiendo solamente a la persona del 
señor Senador Amaro sino que, fundamentalmente, estamos defendiendo la voluntad de sus votantes-, 
que fueron quienes lo colocaron en este lugar para que los represente desde hace tanto tiempo. 


Con respecto al tema del desafuero han existido distintas posiciones. Previo al inicio de esta 
sesión escuché los comentarios del señor Senador Moreira respecto a todas las posturas que se 
fueron desarrollando en el tratamiento del desafuero del Diputado Armando Da Silva Tavares, hace ya 
muchos años. En esa ocasión, varios de los señores Senadores presentes, con un título u otro, 
tuvieron participación y desarrollaron las distintas posiciones respecto a cuál debe ser la actitud del 
Parlamento ante un pedido de ese tipo. Algunos sostenían una posición -si se quiere- un tanto flexible, 
casi meramente formal, en la cual la Cámara tiene como único cometido controlar si existe algún actor 


que denote la existencia de un desvío de poder o la existencia de una espuria motivación por parte del 
Magistrado que lo solicita. Es una primera garantía evidente que tendría que tratar de proteger la 
Cámara, puesto que si hubiera una manifiesta motivación espuria de un Magistrado no solamente 
tendrían que denegar un desafuero sino que, seguramente, tendrían que denunciarlo a los jerarcas 
respectivos. 


Entonces, pensar que este instituto fue creado sólo para aquellos casos de grosera 
motivación de un Magistrado, supone prácticamente quitarle su esencia. Seamos sinceros: resulta casi 
imposible que un Juez manifieste públicamente o dé evidencias del desafuero de un Representante 
Nacional o Senador, a los efectos de hacer valer algún tipo de motivación espuria. De alguna manera, 
en aquella discusión rescaté la posición del señor Senador Korzeniak que se había citado, en cuanto a 
que en el proceso de desafuero se tiende a tratar de construir un pronunciamiento de la Cámara en el 
sentido de que, en principio, la Cámara opina que se ha cometido el delito por el cual se solicita el 
desafuero. Quiere decir que existe una valoración, un análisis de los hechos y del comportamiento del 
compañero de Cámara de que se trate. Al respecto, Jiménez de Aréchaga decía que, a estos efectos, 
el deber de la Cámara es el de determinar si la pretensión de un Juez de ceñir a un procedimiento 
penal a un Legislador aparece o no prima facie como suficientemente fundada. Esto significa que en el 
proceso de desafuero no basta solamente con verificar aspectos formales sobre la competencia del 
Juez y que, de alguna manera, se haya cumplido con ciertas cuestiones de práctica o apariencias de 
proceso penal, sino que lo que hay que analizar es si esa decisión del Juez que solicita el desafuero - 
en este caso sustentada en el pedido de un Fiscal- es o no fundamentada y si emergen del expediente 
determinados elementos que permitan a la Cámara suponer que ese Legislador cometió un delito y 
existen elementos de prueba suficientes como para declararlo indigno de la posición que ocupa, de 
manera que se lo pueda suspender en sus funciones para que quede a disposición del Magistrado. 


Tomando lo anterior como premisa -o como lo que entendemos es el alcance adecuado del 
concepto del proceso de desafuero- habremos de fundamentar cuáles son las razones por las que 
entendemos que nuestra posición contraria a la concesión del desafuero, por un lado, no obstaculiza la 
labor del Poder Judicial y, por otro, fundamentalmente compatibiliza el interés, el derecho o más aún la 
obligación que tiene el señor Senador Amaro, como Senador impuesto por un conjunto de electores, a 
que se respete la voluntad de éstos y se le permita concluir con su mandato. 


A continuación, vamos a tratar de analizar sintéticamente -seguramente los señores 
Senadores lo harán con mayor profundidad al estudiar el expediente- algunos aspectos formales que 
podemos detectar que se han violado en este proceso penal y que, de cierta manera, creemos han 
sido la causa de un desacertado, apresurado y desafortunado pedido de procesamiento por parte de 
un Fiscal, así como de una resolución que sigue con esa línea, pero con algún elemento adicional que 
la hace más objetable. 


Los señores Senadores saben que esta causa penal tiene su origen en una denuncia del 
Directorio de OSE que constituye una especie de megacausa, donde se denunció una multiplicidad de 
comportamientos supuestamente irregulares. Ese expediente se fue desmembrando en otros varios, de 
modo que el Fiscal consideró que existían ciertos elementos de prueba para entender que veinte 
funcionarios del Ente -entre ellos algunos Directores y el propio señor Senador Amaro- eran 
merecedores de un juicio de reproche penal y que les era imputable, o bien el delito de fraude o bien el 
de abuso innominado de funciones. Creo que quizás los señores Senadores no contarán con ella, pero 
es de público conocimiento que la semana pasada el señor Juez Letrado decretó el procesamiento de 
quince de esas personas, mediante una resolución que, como decía, nos merece más objeciones, tal 
vez, que el pedido de procesamiento Fiscal. 


Tal vez, si fueran al Juzgado y vieran el volumen de papeles que existen en la oficina, 
podrían deducir que hay una investigación profunda y minuciosa sobre cada uno de los hechos. Pero 
hay una cuestión que es obvia: cuando se denuncia una multiplicidad tan grande de situaciones, 
evidentemente, tiene que haber muchas actuaciones a ese respecto. Además, la mera acumulación de 
papeles no transforma algo, de por sí, en una instrucción fundada, seria y profunda. 


Analicemos, por ejemplo, uno de los casos más emblemáticos que han trascendido 
públicamente y que, de alguna manera, han generado cierta conmoción. Me refiero a la famosa 
imputación del delito de fraude, en la que se establece que doce funcionarios, Secretarioss de distintos 
ex-Directores, percibían viáticos por la realización de comisiones que efectivamente no realizaban, 
algunos por un período de dos años y otros por tres. Uno se pregunta qué investigación debería 
hacerse para tratar de determinar si existe o no cumplimiento de la función o del encargo 
encomendado. Seguramente, cualquiera de ustedes que quisiera hacer una investigación pensaría que 
primero habría que preguntarle al funcionario si fue al lugar y, sobre todo -más allá de aspectos 


formales- ver si en los lugares de destino las personas destinatarias de estas comisiones -en el caso 
de OSE las Intendencias del interior, las comisiones barriales y las distintas entidades culturales, 
sociales y deportivas- recibieron la visita de estos funcionarios. Creo que es algo elemental que 
cualquiera de nosotros haría para ver si, efectivamente, la comisión se realizó o si el funcionario 
concurrió al lugar. Si ustedes analizan el expediente van a ver que no existe ni una sola declaración de 
un funcionario dependiente de alguna Intendencia Municipal, de una comisión barrial o de una 
institución cultural, social o deportiva de los lugares de destino. 


Seguramente habrá otros aspectos que el señor Senador Amaro va a defender y explicar con 
mucha más amplitud y conocimiento de causa que yo y ni qué hablar con relación a las otras 
imputaciones relacionadas con el famoso monumento al caballo en Sarandí Grande o con la 
construcción en un predio de OSE -que no sirve para otra cosa- de una cancha de baby fútbol, lo que 
no hace más que beneficiar a un conjunto importante de una comunidad. 


En este expediente se ha supuesto que un Director o un Presidente de un Directorio, 
prácticamente, tiene la obligación de estar arriba de los talleristas que prestan servicios al Ente por el 
solo hecho de haber sido el Presidente del Directorio. Es decir que todos los cargos que se formularon 
por parte del Fiscal están basados en una serie de presunciones que siguen la línea de la denuncia 
que formula el Directorio de OSE asesorado por sus servicios pero que no agotaron la instrucción a 
efectos de determinar la verdad material que, en definitiva, debe constituir el imperativo con el que 
debe cumplir cualquier Fiscal o cualquier Juez de la República. 


Por eso, como primer argumento manejamos una insuficiente instrucción presumarial que 
lleva, sobre la base de presunciones, a suponer que el Presidente de un Directorio de un Ente estaba 
al tanto, minuto a minuto, de dónde estaban todos sus funcionarios y, por ende, pretende hacerlo 
responsable de lo que pueda haber pasado o no con relación al comportamiento de ellos. Esa es la 
primera objeción que nos merece, por lo menos, el análisis que cualquiera de ustedes puede hacer del 
tema. 


Luego de ello -eso no está todavía en las actuaciones que ustedes tienen a la vista- existe el 
auto de procesamiento dictado por el Juez Penal la semana pasada que, básicamente, reitera los 
mismos argumentos del Fiscal, pero con una objeción mucho más grave desde el punto de vista formal 
y que es una grosera violación de derechos de los indagados por cuanto viola el artículo 113 del 
Código del Proceso Penal, que establece, como derecho del indagado, la posibilidad de solicitar el 
diligenciamiento de pruebas e interrogar a los testigos. Esta reciente reforma establecida en la Ley N* 
17.773 del 5 de mayo de 2004 fue una de las principales conquistas que recientemente se han hecho 
en materia de proceso penal. 


Como todos ustedes sabrán, el proceso penal sigue las rémoras prácticamente prehistóricas 
de las viejas leyes de Indias, porque básicamente es una reformulación del viejo Código de Instrucción 
Criminal, lo que nos deja a la zaga de todos los Códigos de Proceso Penal y todas las formas de 
proceso penal modernas del mundo. 


La nueva redacción del artículo 113 -que fue una de las garantías más importantes que se 
lograron en estos últimos años; recuerdo precisamente, el informe del Profesor Korzeniak- trataba de 
consagrar el efectivo respeto del principio de igualdad entre las partes del proceso penal, 
especialmente entre el Fiscal y la defensa. Asimismo esa disposición consagraba, a texto expreso, el 
derecho de los indagados, como una garantía -creo que no debe ser otra cosa que el reconocimiento 
de una garantía constitucional o de los pactos internacionales- en el sentido de que los defensores 
podrán proponer el diligenciamiento de pruebas e interrogar testigos. Era obvio que frente a un pedido 
de procesamiento como el del Fiscal, basado en una tan insuficiente instrucción presumarial, cualquier 
defensor iba a tratar de demostrar para cada uno de sus defendidos, por ejemplo, en el caso de los 
viáticos, que su cliente había ido a todos los lugares donde se decía que había ido. A esos efectos, lo 
más elemental es citar a todos los testigos que puedan acreditar que esa persona estuvo o no en el 
lugar. Lo obvio, también, es citar a declarar a todos aquellos funcionarios que participaron de las 
distintas etapas del proceso de liquidación de viáticos, a efectos de analizar si en aquella época alguno 
de ellos vio irregularidades, como por ejemplo, que se estuvieran pagando viáticos que no 
correspondían, por parte de funcionarios que no cumplían efectivamente con su función. Creo que son 
cosas elementales que cualquiera que ejerza el derecho de la defensa haría para tratar de demostrar 
que, en definitiva, esos funcionarios cumplieron con sus cometidos, cumplieron con la tarea 
encomendada y, por ende, tenían el derecho de percibir los viáticos. 


¿Cuál fue la actitud del Juzgado en el momento posterior a este acto del famoso artículo 
126? Omitió diligenciar todas las pruebas solicitadas por los defensores de los indagados en ese 
momento, vulnerando, abiertamente el artículo 113 del Código del Proceso Penal. Por ello decimos que 
eso hace más objetable la labor del Juez, en un hecho que es objetivo y que no tiene nada que ver con 
motivaciones espurias o desviaciones de poder. Se violó uno de los derechos de los indagados, que es 
el derecho al diligenciamiento de la prueba de descargo. Esto no es algo raro ni inhabitual; en la 
famosa audiencia del artículo 126 -que es donde de alguna manera uno conoce en profundidad el 
contenido de las imputaciones que formula el Fiscal- se tiene la oportunidad de proponer toda la 
prueba de descargo. También es común que luego del diligenciamiento de dicha prueba -se hace todos 
los días- se remitan nuevamente los antecedentes al Fiscal para que revalúe, eventualmente, el caso 
por si estos nuevos elementos le dan algún indicio que le haga reconsiderar su posición. En este caso, 
eso no se hizo y lo único que se efectuó con posterioridad a las audiencias de los indagados, fue 
citarlos para comunicarles el procesamiento, en el caso de aquellos con prisión, y en el caso de los 
restantes, con medidas alternativas o sustitutivas. 


En este aspecto, voy a citar una reciente sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo Penal 
de Segundo Turno, redactada por el Profesor Dardo Presa Restuccia, que de alguna manera da el 
contexto de esta resolución. Decía el Profesor Presa Restuccia -actuando en el Tribunal de 2* Turno, 
en ocasión de un recurso de apelación planteado por un Fiscal contra la actitud de un Juez que hizo, 
justamente, todo lo contrario a lo que se realizó en esta causa- que ello es diligenciar la prueba que 
pedía un defensor. El Fiscal en ese caso apeló y la primera máxima que planteó al Tribunal en esa 
hipótesis, fue la siguiente. Dijo que el Juez del caso no hizo otra cosa que dar cumplimiento a las 
recomendaciones memorables de aquellos viejos maestros de las prácticas forenses: siempre hay 
tiempo para procesar. Si existe un acto procesal de gravísimas consecuencias para la persona de un 
indagado, ese es un procesamiento precipitado, aun cuando este fuere sin prisión, porque si el mismo 
resulta injusto o erróneo, el daño será irreparable. Esto lo enseñaba uno de esos viejos maestros del 
proceso seguía diciendo el profesor que un procesamiento erróneo o injusto es como poner un clavo 
en una tabla; luego ese clavo podrá ser extraído, pero la huella resultará imborrable. Entonces, 
bienvenida sea la cautela judicial cuando se trata de evitar procesamientos apresurados. 


Evidentemente, esta garantía establecida por el artículo 113, que tal vez fue una de las más 
importantes conquistas del Derecho Penal liberal moderno en nuestro país, hubiera permitido que se 
diligenciara la prueba, que se pudieran escuchar todos los descargos y que se pudiera analizar con 
profundidad cada una de las imputaciones que se le formulan a todos los involucrados. Es muy común 
en estas megacausas que, de alguna manera se procesa al barrer, olvidar que cada persona tiene 
derecho a que se la escuche, que se le diligencien todas sus pruebas y que se analice su condición o 
situación personal con independencia de los demás. En estas megacausas lo normal es que eso -y en 
este caso, lamentablemente no pasó- no se olvide y se permita a cada uno establecer su prueba de 
descargo. Seguramente no se puede comparar la situación de un Secretarios que fue a algún lado, que 
tiene elementos para acreditar que estuvo en el lugar y que el viático que percibió no era indebido, que 
la de otra persona que podrá tener, más o menos, elementos de juicios. Pero no sería justo ni 
razonable que, en definitiva, pagaran justos por pecadores por el hecho de que alguno de ellos pueda 
haber tenido un comportamiento incorrecto. Justamente, esta garantía del proceso penal le da la 
oportunidad a cada uno de los involucrados para que a título personal arme su expediente y demuestre 
su situación en eso que es un principio básico del Derecho Penal que es el respecto de la presunción 
de inocencia. 


Seguramente, si esto se hubiera hecho, se habría advertido la importante cantidad de prueba 
que acreditaría que todos estos funcionarios fueron a su lugar de destino, cumplieron con las 
comisiones especiales, tuvieron el agradecimiento de la gente y, fundamentalmente, que tenían 
derecho a percibir esa forma de compensación. 


Otro aspecto a tratar, justamente, es el rol del Parlamento con el Poder Judicial. A veces se 
dice alegremente que hay que confiar en la justicia, prácticamente, como una especie de imperativo 
ciego. 


En un sistema democrático no debe existir temor a analizar con espíritu crítico la actuación 
de todos los funcionarios del Estado, sea del Poder que sea. Y esto implica que cada uno ejerza su 
función. El Poder Judicial, obviamente, ejercerá su mecanismo de contralor de la actuación del 
Parlamento y del Poder Ejecutivo. Y, en este caso puntual, el Parlamento tiene un rol de control de la 
actuación del Poder Judicial, que no se refiere solamente a constatar esas groseras o evidentes 
malintencionadas actitudes de un Magistrado, sino el analizar si los Magistrados actuantes en ese 
caso, actuaron o no de acuerdo a Derecho y de manera fundada para solicitar el desafuero de un 
Representante Nacional que, repito, no es un funcionario más, sino que es una persona a la cual la 


ciudadanía le ha impuesto una de las máximas cargas que puede tener un individuo como es, 
representar y tratar de cumplir con la voluntad de todo el pueblo. Por eso creo que también es 
importante que desmitifiquemos esa imagen de infalibilidad que podemos suponer de jueces, Fiscales, 
abogados, Legisladores y Directores de Entes. No hay nadie que sea infalible y en una sociedad 
democrática, todos tenemos la obligación de controlar su actuación, no basta con tener el título, ocupar 
una posición o un determinado cargo para que se entienda que lo que alguien dice es una verdad 
absoluta. Hay que analizar en concreto los actos, porque existen jueces, Fiscales y abogados que en 
muchos casos deben haber actuado de manera excelente, impecable e irreprochable, pero habrá otros 
casos en los que no. En este caso nosotros entendemos que estos Magistrados no han actuado de 
acuerdo a lo que hubiera correspondido, que se han equivocado, que han errado y que han pedido el 
desafuero del señor Senador Amaro, en una situación notoriamente injusta e infundada. No le escapará 
a ninguno de ustedes la multiplicidad de situaciones en donde hubo Fiscales que pidieron 
procesamientos y los jueces los denegaron. Y se han involucrado a muchos personajes del espectro 
político en los últimos tiempos. 


Ha habido casos de procesamientos que luego han sido revocados, así como de sentencias 
de condena que luego han sido revocadas en Tribunales de Apelaciones y, como todos los señores 
Senadores sabrán, recientemente, en el caso del ex-Director de Aduanas llarietti, la Suprema Corte de 
Justicia llegó a casar una sentencia, declarando la inocencia de esa persona. Obviamente, eso sucedió 
luego de un tiempo importante en prisión, que debió padecer, y -ni que hablar- de un importante tiempo 
de limitación de sus derechos individuales, aun cuando hubiera estado en libertad. 


Entonces, no basta con que un pedido de desafuero venga de un Juzgado para que él sea 
considerado como una verdad absoluta; debemos analizar cuáles son los hechos que se entendió 
adecuado investigar y, fundamentalmente, cuáles son los elementos de respaldo para poder 
fundamentar -o no- un pedido de desafuero, para poder fundamentar -o no- la existencia de mérito 
suficiente para que haya lugar a la formación de causa y, por ende, que este Legislador pueda ser 
acusado criminalmente en el ámbito de la Justicia Penal. 


Otro aspecto a tener en cuenta, se relaciona con algo que suele suceder y, a la vez, con la 
situación que existe hoy en el Poder Judicial. 


Lamentablemente, no puede escapar a nadie el hecho de que los Fiscales, los Jueces y los 
propios abogados habitualmente estamos acostumbrados a tratar de resolver situaciones que no 
necesariamente podemos conocer; Fiscales, Jueces y abogados opinamos sobre actuaciones 
médicas, y lo hacemos en base a apariencias de la realidad. En este caso, se trata de Fiscales, Jueces 
y abogados tratando de valorar cómo fue el funcionamiento de un Ente sin haber nunca estado en la 
interna de ese Ente, viendo en la realidad cómo es la operativa cotidiana, analizando sólo lo que pueda 
ser el objeto denunciado por el Ente que siempre es una realidad acotada, descontextualizada de la 
realidad en general. Cuando se analiza lo que es la sociología del proceso y los procesos psicológicos 
que se van dando en los distintos actores, es habitual considerar que el mundo que analiza un Juez, 
realmente no pasa de ser una pequeña fracción de lo que es la realidad de ese Ente. Y ese mundo 
descontextualizado, sin analizar el contexto, muchas veces lleva a situaciones injustas. 


Hay otro aspecto que es sumamente llamativo en este caso. Uno puede comprender que en el 
curso del funcionamiento de un Ente, en el momento en que los supuestos hechos irregulares puedan 
estar dándose, un organismo de control interno o externo lo detecte y lo denuncie. Pero lo que en este 
caso aparece como algo particularmente llamativo es el hecho de que durante todos los años en que el 
Ente funcionó de esta manera, con funcionarios que seguramente revestían, reportaban o tenían 
distintas posiciones político-partidarias, nunca se los observó ni objetó. Uno se pregunta, entonces, 
cuál es la explicación para que esto haya sucedido. Seguramente hay dos explicaciones posibles: una 
es que los funcionarios advertían la existencia de situaciones irregulares y no las denunciaban -con lo 
cual ellos también estarían, en todo caso, cometiendo un comportamiento irregular: la omisión del 
funcionario de denunciar un delito que se comete en su repartición- y, la otra  -que tal vez sea la más 
plausible- es que todos esos funcionarios a posteriori hayan considerado que lo que antes ocurría 
habitualmente, con normalidad y de manera irregular, dejó de serlo debido -obviamente- a un cambio 
en la valoración de todo ese tipo de situaciones. 


A continuación nos referiremos a otras objeciones que nos merece el pedido de 
procesamiento, del señor Fiscal, que tienen mucho que ver con esta cuestión de que este es un caso 
distinto de los que habitualmente muchos de los señores Senadores han cuestionado públicamente 
cuando se analiza la actuación de un funcionario público. Cabe preguntarse si es conveniente o no la 
subsistencia de la figura del abuso innominado de funciones, figura que ha permitido o puede permitir 
que cualquier infracción de carácter administrativo o cuestionamiento sobre el mérito o la conveniencia 


de una decisión de un funcionario pueda ser revisada y, por la mera discrepancia, intentar penalizarla y 
hacer responsable a la persona. Seguramente muchos de los señores Senadores han opinado sobre 
la inconveniencia de que esta figura se mantenga. Pero, en este caso, se trató de transformar en algo 
especial, bajo el planteo de que estamos ante una situación de fraude. Entonces, uno se pregunta: 
¿Estamos, realmente, ante una situación de fraude? Si uno analiza la jurisprudencia más reciente que 
ha existido en nuestros Tribunales, ve que situaciones idénticas a las que en este caso se han 
considerado irregulares, no han sido analizadas, investigadas ni sentenciadas como fraude sino como 
meros casos de abuso innominado de funciones. El ejemplo que les cité hace un instante referido al 
ex-Director llarietti, relacionado con una situación similar a la que aquí se considera irregular, el pago 
de una compensación para la cual no existía un rubro presupuestal mediante el argumento o el 
instrumento del viático, fue considerado tanto por el Fiscal actuante como por el Juzgado de Primera 
Instancia que falló, como por el Tribunal de Apelaciones, incluso por la Suprema Corte de Justicia, 
como un caso de eventual -y después descartada- situación de abuso innominado de funciones. 


En el peor de los casos, tal como expresó la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, “La 
transposición de rubros (de gastos a retribuciones personales) podrá constituir una infracción 
administrativa que comprometa la responsabilidad del funcionario en ese ámbito,” -el administrativo- 
“pero en tanto no haya implicado alguno de los pagos en cuestión exceso con relación a la tarea 
extraordinaria cumplida por los beneficiarios”....*y sea tan solo contraprestación de ella, tal infracción 
no puede erigirse por sí en factor atributivo de responsabilidad penal, precisamente por ausencia del 
requerido legalmente “perjuicio” para la Administración o los particulares.” 


Esa es otra de las objeciones que, de alguna manera, este caso merece. Se está 
desnaturalizando la figura del fraude, aplicándola a una situación que, en el peor de los casos, podría 
haber sido tratada como una situación de abuso, como ha venido consagrando la jurisprudencia 
recientemente. Ni a eso llega; no pasa de ser una mera infracción administrativa, solamente 
cuestionable en esa área, nunca en el ámbito penal y relacionado con el tema que nos ocupa. Nunca 
puede ser motivador de una solicitud y, mucho menos, de una resolución de desafuero. 


Si vamos a un caso concreto, estamos ante la situación de un Presidente de un Ente que 
tiene competencia nacional, que seguramente por su extracción y por sus conocimientos de lo que es 
la realidad del interior del país, entendió que debía destinar tres de sus diez Secretarioss a atender 
directamente los reclamos y las necesidades en los departamentos, y lo único que hizo fue instruirlos 
para que lo hicieran. Posteriormente, lo único que sucedió es que administrativamente los funcionarios 
realizaron las gestiones que habitualmente se realizan en cualquier lugar para poder percibir un viático, 
es decir, presentar la solicitud al Gerente del área respectiva para que esto sea revisado y analizar si 
existe rubro o no. Esa autorización se presenta ante una oficina de viático que la tramita y la pone a 
consideración de los contadores delegados del Tribunal de Cuentas para que finalmente, si no existe 
ninguna irregularidad tanto en esa solicitud de viático como en una anterior, se procede a su pago. 
Todo un proceso donde seguramente, como el señor Senador Amaro va a manifestar, no tiene ninguna 
participación. Su único interés en esa época era preocuparse por las necesidades de la gente, 
ocuparse de los problemas -como seguramente a muchos ustedes les consta- de los usuarios, y a 
esos efectos destinaba y encomendaba a cada uno de sus Secretarioss misiones en el interior del país 
a efectos de que se cumplieran. 


Después cómo se libraban los viáticos, qué tanto cobraban, qué hacían o no, evidentemente 
eso no es algo que pueda quedar en la esfera de competencia exigible al Presidente de una institución 
como la OSE. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de lo que el doctor nos expresa, para nosotros sería muy 
bueno clarificar algunos aspectos a los efectos de tener insumos para el análisis o la evaluación que 
cada Senador hará. Independientemente de la responsabilidad que un jerarca tendría o no sobre el 
cobro de viáticos, se pone también en duda la situación de si esos viáticos fueron cobrados 
irregularmente. 


Voy a poner un ejemplo. El literal F) del Ministerio Público y Fiscal dice: “La funcionaria 
Myriam Melo cobró viáticos permanentes durante aproximadamente dos años y medio por viajes al 
interior, registrando al mismo tiempo asistencia con tarjeta magnética de entrada y salida de 
Montevideo y cobrando horas extras”. La primera pregunta es: esto que dice el Ministerio Público y 
Fiscal, ¿es falso? ¿Hay pruebas? Capaz que es así, pero me parece que esas cosas concretas nos 
van a servir. Independientemente de la responsabilidad del jerarca del Ente, quisiéramos saber si 
cuando se dice que cobraba un viático y a la vez tenía asistencia permanente en Montevideo - 
incluso cobrando horas extras, lo que ni siquiera le permitía en las horas de la tarde o de la mañana 


trasladarse al interior del país- es realmente así y no es falso, porque para nosotros sería un dato 
importante. 


SEÑOR PEREIRA.- Creo que la pregunta del señor Senador Michelini viene muy bien a los efectos de 
aclarar por qué nos estamos oponiendo a este tipo de planteo. 


No sé si los señores Senadores tienen claro cuál fue el período en que el señor Senador 
Amaro estuvo en la Presidencia de OSE: fue de enero de 2001 a octubre de 2003. Esta situación que 
se plantea ahora fue a partir del año 2004 que se está analizando y no en el período en que estuvo el 
señor Senador Amaro. Cuando esta funcionaria actuaba en la Secretaría del señor Senador, nunca 
marcó tarjeta -como se dice en este caso- y nunca se le pagaron horas extras. Es más, si se analiza el 
expediente penal, existen las declaraciones de los propios sumariantes de la OSE; en especial 
recuerdo la declaración del doctor Martín Tornería que decía que si bien es cierto que se constató 
como irregularidad durante la época del señor Senador Amaro que los funcionarios no marcaban tarjeta 
-como no lo hacían- nunca cobraron horas extras. Después les puedo propocionar el número de foja 
del expediente donde eso figura, por si desean revisarlo. Si se analizan las tarjetas marcadas que aquí 
se mencionan, se ve que son de un período bastante posterior al que el señor Senador Amaro ejerció 
la Presidencia. Desde ese punto de vista, esto no es cierto, es totalmente erróneo y no se puede 
permitir fundamentar lo que pasó cuando él ya no estaba. 


No sé si esto contesta la pregunta del señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin pretender dar consejos a nadie, me parece que los aspectos que nos pueden 
ayudar -por lo menos a mí, señor Presidente- son las informaciones que permitan clarificar este asunto. 
Por ejemplo, una cosa es si el jerarca tuvo responsabilidad o no; otra cosa es si los hechos son 
verdaderos o no; y otra es si ocurrió, pero no en el período en que el señor Senador Amaro estaba en 
la Presidencia. Si a mí me dicen que esto no ocurrió, entonces el Fiscal me está trasmitiendo una 
falsedad. Ahora bien, si esto ocurrió en un período distinto, es una cosa que nos incorpora un 
elemento. Supongo que independientemente de que se le pregunte a una persona en el interior si la 
funcionaria concurrió o no, si hay una constancia de que asistía al trabajo, cumplía horas extras todos 
los días y cobraba viáticos por estar en el interior, hay algo que está mal, más allá de la 
responsabilidad o no del señor Senador Amaro. Pero para nosotros, cada uno de los literales de la 
acusación Fiscal y todo lo que podamos clarificar puntualmente, es importante. 


SEÑOR PEREIRA.- Justamente, señor Senador, esa es una de las críticas que nosotros hacemos a 
este procedimiento. En lo que refiere al tema del señor Senador Amaro, entendemos -cada uno de 
nosotros tendrá sus defensores y podrá dar sus explicaciones- que lo que justamente no se hizo, fue 
instruir suficientemente como para verificar que muchos de estos aspectos son carentes de 
fundamentos y no tienen apoyo probatorio. 


Si se analizan los numerales anteriores y después se leen las declaraciones a las cuales se 
remiten, no hay un detalle preciso que nos permita saber qué día dicen que determinado funcionario 
cobró un viático por una tarea que no realizó. Para que lo entiendan mejor, voy a dar un ejemplo. Si el 
día de mañana, alguien quiere reprocharle al señor Senador Michelini que nunca viene a la Cámara, 
seguramente, responderá lo siguiente: “Dígame el día, voy a chequear mi agenda, consultar a mi 
Secretaria y veré qué hice ese día”. Esto es algo elemental. Siguiendo con el ejemplo, si el señor 
Senador tiene que probar que estuvo en determinada reunión de una Comisión, se remitirá a las actas 
y, en caso de que no las haya, tratará de acreditarlo mediante testigos o de la forma que sea. Esto, 
justamente, es lo que no pasó en este caso, pues quienes quisieron conocer con precisión qué días se 
les estaba cuestionando, no pudieron hacerlo; quienes quisieron probar que ellos hicieron y cumplieron 
con la Comisión, ofrecieron la prueba de descargo, y la misma no se diligenció. Esto es objetivo, está 
en el expediente y los señores Senadores lo pueden analizar con claridad. 


Ahora, ingresamos a otro concepto que también está relacionado con esto. 


Si damos por bueno que esto fue así, es decir que, en definitiva, el Juez y el Fiscal tienen 
razón -aclaro que digo esto solamente a efectos hipotéticos y no como una expresión de 
reconocimiento- en el sentido de que esa forma de remuneración y esos viáticos constituían una forma 
de remuneración encubierta para estos funcionarios, veremos que la misma sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia que mencioné anteriormente ha establecido con meridiana claridad que este hecho 
no constituye un delito -puede ser una infracción administrativa- y, por ende, no es merecedor del 
reproche penal. Entonces, a los efectos que nos interesan, es decir, si esto puede dar lugar a la 


formación de causa para que el Senador Amaro sea acusado criminalmente, tampoco tiene 
fundamento. Es una cuestión conceptual que, hoy día, está bastante clara. 


Otro aspecto importante de este expediente judicial es lo que de alguna manera se denomina 
como la despersonalización del Derecho Penal; un principio elemental en materia penal es el de 
personalidad: se responde por lo que uno hace. En este caso, lamentablemente, los fundamentos de 
las imputaciones contra el Senador Amaro han transformado la responsabilidad penal, en una 
responsabilidad penal por la mera ocupación de un cargo. El Juez y el Fiscal, en su dictamen, en su 
sentencia, hacen responsables a ex jerarcas por el sólo hecho de haber ocupado el cargo de Director, 
sin prueba alguna del concierto criminal, lo cual es algo esencial para tratar de atribuir a un Director de 
cualquier estructura organizacional la responsabilidad por los hechos que puedan cometer sus 
dependientes. 


Hay un detalle que nos llama la atención a quienes nos especializamos en Derecho Penal: 
¿cuáles son los hechos que le atribuyen al Senador Amaro y cuáles son los actos que se le imputan? 
En este sentido, hay una diferencia de criterio entre el Juez y el Fiscal. El Fiscal, por ejemplo, pide que 
el Senador Amaro sea procesado como autor de un delito de fraude, mientras que el Juez, en el auto 
de procesamiento de otros Directores -con la misma fundamentación que podría pretender aplicar al 
Senador Amaro- entiende que los mismos no son autores, sino coautores. Podemos preguntarnos cuál 
es la diferencia en todo esto ya que, en definitiva, el Senador Amaro era el Director del Ente. 
Evidentemente, cuando hablamos de que alguien es autor de un delito, estamos diciendo que esa 
persona cometió los actos ejecutivos directamente relacionados con la consumación del delito. Si, por 
ejemplo, pensamos en el hurto de un banco, el autor sería el que ingresó a la caja fuerte, tomó los 
billetes y se los llevó. Ahora bien, si decimos que una persona fue coautor del delito, estamos diciendo 
que no realizó actos ejecutivos directos en la consumación del acto; en todo caso, podremos decir que 
instigó a hacerlo o prometió encubrirlo, pero lo que seguramente no hizo fue realizar actos de autoría. 


Esto nos deja una señal bastante evidente de lo poco claro que ha sido la investigación para 
determinar, con precisión, cuáles son los hechos concretamente investigados y que se le atribuyen al 
señor Senador Amaro. 


Evidentemente la fundamentación del auto de procesamiento lo que está consagrando, es - 
supongo- la mera responsabilidad por el sólo hecho de la ocupación del cargo puesto que, de alguna 
manera, los fundamentos, lo que se denomina el dominio funcional del hecho, según los más 
jerarquizados autores alemanes, es un instrumento utilizado para tratar de establecer la criminalidad 
organizada o las estructuras organizacionales de la empresa. Lo que todos los autores dicen, pero en 
este caso no se trata, es que para tratar de determinar la responsabilidad de un jerarca por el mero 
hecho de estar en esa posición, se requiere algo más: la prueba evidente de la relación o el concierto 
criminal con quienes son los autores materiales de los otros actos, puesto que él no actúa 
directamente; él no se lleva una cosa, no le pega a nadie, ni mata a nadie. En este caso, si analizan el 
expediente, verán que no existe un solo elemento de prueba, ni medidas indagatorias tendientes a 
probar, en concreto, si el Senador Amaro instigó a los funcionarios a pedir viáticos que sabía que no 
iban a cumplir o si les prometió encubrirlos en el caso de que esa irregularidad pudiera llegar a 
suceder. Como dije, no hay ningún elemento de prueba que nos permita saber a qué modalidad de 
coautoría podría intentar responsabilizarse al Senador Amaro. Eso es prueba de hechos, de 
situaciones, de comportamientos y no una mera disquisición jurídica de si aplicamos una figura u otra. 
Creemos que, en este caso, pretender que el Senador Amaro tuviera la carga de estar al tanto, minuto 
a minuto, de dónde estaban sus Secretarios para tratar de responsabilizarlo penalmente, es un 
exceso. Pretender suponer que él tuviera que estar al tanto de cada uno de los repuestos que se le 
cambiaban a los vehículos de OSE, más que un exceso, parece ser absurdo, sobre todo, para 
fundamentar una pretensión de desafuero con las consecuencias institucionales que ella tiene. 


Con respecto a la pregunta que hacía el señor Senador Michelini, debo decir que en todo el 
expediente -eso se puede leer del auto de procesamiento- se imputa el delito de fraude a tres 
funcionarios. A uno de ellos porque se dice que en cuatro días, durante los dos años y diez meses que 
cumplió tareas a la orden del Senador Amaro, no hay documentación de dónde estuvo o no registró 
presencia en el lugar. En cuanto a las otras dos secretarias, sólo se dice que de esos dos años y seis 
meses, únicamente tres días no estarían acreditados en la documentación que tiene el Ente. De allí se 
deduce que todos los viáticos que se pagaron y, por ende, todas las tareas que estos funcionarios 
cumplieron, no ocurrieron y que nada hicieron. Sin embargo, esto se podría haber acreditado 
fácilmente, citando a los beneficiarios o destinatarios, a las personas del lugar de origen de la comisión. 
De alguna manera, esto trata de plantear las objeciones sistemáticas que nos merecen, tanto el 
dictamen del Fiscal, como el posterior fallo del Juez, eventualmente aplicable al caso. 


Tratando de redondear, creemos que es importante ponernos a pensar que el hecho de 
denegar el desafuero al Senador Amaro no va a obstaculizar la actuación de la Justicia. En primer 
lugar, es obvio que esta causa va a durar muchísimos años y, por ende, en el momento en que el 
Senador Amaro cese en su cargo de Senador, deberá, como cualquiera de nosotros, ir a responder 
ante la Justicia. 


De alguna manera, nuestra pretensión de oponernos al pedido de desafuero intenta, 
justamente, compatibilizar el respeto de la voluntad de sus electores, para que cumpla con su cargo 
hasta el último de los días para los cuales fue designado, y el eventual interés de la Justicia, que 
mientras tanto puede seguir investigando tranquilamente y tratar de aclarar todos estos aspectos, para 
el día de mañana poder llegar a una conclusión mucho más acertada que la que se dio en este caso. 


¿Qué pasaría si la Cámara diera el desafuero al Senador Amaro? Creo que esto es lo que, de 
alguna manera, a ustedes les interesaría saber o, por lo menos, deberían tratar de determinar. Ustedes 
van a tener que decidir en este caso si hay lugar o no a la formación de causa, esto es, si existe o no 
mérito para que el Senador Amaro sea acusado criminalmente. Por ende, es de suponer que los 
Senadores que el día de mañana puedan estar interesados en votar el desafuero deberían señalar con 
claridad, desde el punto de vista objetivo, respecto de qué actos en concreto cometidos por el Senador 
Amaro existe prueba o fundamento para considerarlos arbitraria o fraudulentamente violatorios de la 
ley penal, y, desde el punto de vista subjetivo -esto es, de la intención que tuvo el comportamiento del 
Senador Amaro- cuáles fueron cometidos dolosamente con la intención de perjudicar el funcionamiento 
de la OSE a través de esos actos de abuso, sean arbitrarios o engañosos. Creo que todos quienes 
conocen al Senador Amaro habrán de descartar la posibilidad de decirle en la cara: “Senador, usted, 
cuando hizo tal o cual cosa, lo que quiso hacer fue perjudicar los intereses del Ente”. Creo que todos 
ustedes lo conocen y descarto que no habrán de llegar a esa conclusión. 


Por eso repito: no es intención del Senador Amaro eludir u obstaculizar la acción de la 
Justicia, sino que lo que estamos propugnando es compatibilizar su vocación de servicio -manifestada 
a través de cuarenta y tres años de intachable vida política, en los que desempeñó los más diversos 
cargos sin mancha alguna para su honra- cumpliendo hasta el final el alto cometido que sus electores 
le han confiado, lo cual considera que en este momento debe primar momentáneamente sobre su 
interés personal de aclarar su situación ante el Poder Judicial. 


A continuación el Senador Amaro les va a dar extensas explicaciones acerca de la corrección 
de su proceder, así como de lo equivocada e injusta que es la imputación del señor Fiscal que, tarde o 
temprano, en el momento en que corresponda, confiamos en poder aclarar. Estamos seguros de que 
muchos de los Senadores habrán de compartirlas y votarán por no hacer lugar a la solicitud de 
desafuero, así como otros que tal vez las comprendan, por disciplina partidaria, tengan que ir contra su 
voluntad. Por supuesto que -el Senador Amaro lo tiene claro- es improbable que pueda ir preso; aquí 
no hay temor de ir a prisión, puesto que todos ustedes conocen que, por su edad, seguramente esté 
amparado por la Ley N* 17.897, que le permitiría, en el peor de los casos, cumplir con arresto 
domiciliario. De manera que aquí no hay temor a la prisión, sino vocación de seguir sirviendo a la 
comunidad. Renunciar a ello implicaría tácitamente aceptar una acusación injusta, que no comparte. 
Alguien que ocupa un cargo como el de Senador, en este caso, frente a una acusación tan infundada 
como injusta, no solamente tiene el derecho de oponerse a la misma sino fundamentalmente tiene la 
obligación de resistirse, por respeto a todos los electores que lo han puesto a ocupar ese cargo. En 
este caso entendemos evidente que el Senador Amaro está siendo objeto de una acusación infundada, 
equivocada y principalmente injusta, siendo su obligación resistirse a la misma para poder seguir 
cumpliendo con el cargo que la ciudadanía le confió hasta el fin de su mandato. Ya tendrá tiempo 
después de discutir en el ámbito del Poder Judicial la ilegitimidad del pedido de procesamiento, 
confiando en que los Jueces en ese entonces habrán de darle la razón, simple y seguramente porque 
la tiene. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: quisiera dejar una constancia, porque es muy conocida mi 
postura en las Comisiones, con relación a que siempre he entendido que los visitantes -aclaro que no 
me estoy refiriendo al señor Senador Amaro directamente, sino a sus abogados- vienen a ilustrarnos. 
En lo personal, no participo de la tesis que aprueba el mecanismo de formular preguntas, respuestas y 
contrarrespuestas. Por consiguiente, quiero que quede claro que mi silencio nada tiene que ver con 
una referencia de mi parte a todas las consideraciones jurídicas que se hicieron sobre el expediente, 
aunque sí existe vinculación con las que se hicieron sobre los Parlamentarios. En ese caso, de pronto, 
diría cosas que no voy a decir, porque creo que, en definitiva, las Comisiones son para escuchar e 
ilustrarnos sobre los asuntos a tratar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia comparte lo que acaba de señalar el señor Senador 
Korzeniak. Los visitantes tienen la más absoluta libertad de hacer las referencias que entiendan 
convenientes, las que serán de recibo. No obstante eso no significa que en el caso de que se realice 
una alusión, el aludido se sienta en la necesidad de responderla; creo que, además, son como las 
obras de arte: están para ser interpretadas. 


SEÑOR AMARO.- Antes de ingresar en el tema de fondo, quiero decir que estábamos ansiosos de 
llegar a este momento. En estos dos últimos años hemos sido sometidos al escarnio público. Las 
pruebas al respecto las tengo a la vista y los señores Senadores tienen conocimiento de que, con 
nombre y apellido -faltó nada más que la dirección- se me ha maltratado y se me ha acosado. 
Personalmente, nos hemos enterado aquí -y estoy seguro de que lo mismo sucedió con la mayoría de 
los señores Senadores- de los viáticos de los Secretarioss, de lo que tiene que ver con los fondos y 
con la locomoción. Todos se enteraron de lo del caballo y de lo de la canchita de baby fútbol, o por lo 
menos así ocurrió en el caso de la población en general. Reitero que no me estoy refiriendo a los aquí 
presentes, porque creo que quienes entendemos en el tema debemos estar enterados de las cinco 
causas de procesamiento por fraude y de las cuatro por abuso de funciones. ¿Saben una cosa? 
Cuando cumplí treinta años consecutivos en cargos de gobierno la Cámara de Representantes me 
rindió un homenaje, y ese fue el día más feliz de mi vida. En esa ocasión se imprimió este libro que 
tengo en mis manos y que voy a dejar en la Comisión para que se agregue a los antecedentes. Este 
librito dice muchas cosas, porque no lo hicieron los Diputados de mi partido, sino los Representantes 
de todos los partidos que integraban la Cámara. No recuerdo si aquella sesión se prolongó por cuatro o 
seis horas, pero sí recuerdo que se expresaron casi todos los integrantes del Cuerpo. En esa ocasión 
mucho se habló de la moral de quien habla -desde luego favorablemente- y a nosotros nos caló muy 
hondo todo lo dicho por aquellos connotados profesionales y políticos. Y hoy, verse aquí en el banquillo 
de los acusados, no es nada lindo, como se pueden imaginar. He sufrido muchísimo, porque ya van 
dos años consecutivos en los que se me ha estado sometiendo al escarnio público, y tengo mujer, 
tengo hijos, tengo nietos y tengo amigos de todos los partidos políticos. 


Quienes están aquí presentes han visto cuál ha sido mi actuación en la Cámara; he sido 
totalmente respetuoso y creo que no tengo enemigos. No vengo a pedir clemencia y me encantaría que 
quien lo crea necesario me trate con dureza porque vengo a sentarme a esta mesa con la conciencia 
tranquila del deber cumplido por haber manejado un Ente o un Servicio Descentralizado millonario que, 
en el momento que entré, antes de la crisis de 2002, tenía un déficit muy importante -que, proyectado 
al 31 de diciembre del primer año, era de U$S 25:000.000- pero que, con el esfuerzo de todo el 
Directorio que integré, no sólo pudimos superarlo, sino que pudimos cerrar con un superávit de 

U$S 4:500.000. 


Se dijeron muchas cosas, que los hombres políticos -aquí lo somos la gran mayoría- 
estábamos para poner gente. Sin embargo, en los cuatro años, el Directorio que integré bajó, nada 
más y nada menos, que en 855 la cantidad de funcionarios. Dejamos la vida allí y hoy vamos a 
entregar documentos para que aquel que no esté enterado sepa y pueda tener la conciencia tranquila 
de que si vota mi desafuero también va a tener que pedírselo a alguno de los Directores actuales, 
corriendo el peligro, incluso, de quedarnos sin Gobierno. A mí se me acusa y se me hacen cinco 
procesamientos, pero luego de las pruebas que voy a entregar, espero que quien pide mi desafuero -el 
Juez y el Fiscal que pidió mi proceso- tenga el coraje y la valentía de uruguayo de actuar de oficio con 
otros de la misma manera que lo hace conmigo, con mentiras, con calumnias y con falsedades. 


Pensaba hacer una introducción con muchos números, pero la voy a dejar de lado porque 
vengo con el mejor espíritu y, en ese sentido, pido a mis amigos Senadores que tratemos de ser 
diligentes. Estoy las veinticuatro horas a disposición de esta honorable Comisión porque quiero 
terminar rápido esto. Personalmente, creo ser un hombre de honor; para dejar de creerlo me lo tienen 
que demostrar y si lo hacen dejaré la Banca sin que me la pidan. Lo único que les digo es que se me 
cite todas las veces que se requiera mi presencia para terminar rápido con esta historia que no sé 
cómo he aguantado. Por suerte, a pesar de mis años, tengo mi carácter y mi fuerza; si esto le hubiera 
sucedido a un hombre que, a los 76 años de edad, no tuviera las condiciones físicas que yo tengo y 
hubiera tenido la conducta que yo he tenido, tengan la seguridad de que todos los que están acá 
deberían haber ido a hacerle los honores al cementerio. Cuando hablo de la conducta que he tenido en 
la vida, me respaldo en el hecho de que nunca pisé un Juzgado, salvo las dos veces que me casé. 


Hoy me veo en estas circunstancias. Por eso, pido dureza conmigo, que nadie se quede sin 
decir nada; cada uno votará a conciencia y, como caballero que soy, eso será respetado por mí. 
También, creo que los que voten mi desafuero tendrán que tomar otras medidas que se pueden 
adoptar desde el cargo de Senador. No quiero decir cuáles son, porque tampoco quiero ofender a 
nadie. 


Durante mi disertación -que trataré de hacer en la forma más rápida posible- no escucharán 
que nombre ni a mis peores enemigos porque, de la forma que han actuado, son enemigos; cuando 
tenga que referirme a ellos, voy a hacerlo por el cargo que cada uno tiene. 


Tengo un sentido ético y moral de la vida, ya que provengo de una familia perteneciente a las 
clases económicas más bajas de mi departamento, pero honradas. Mi padre, era conductor de autos, y 
mi madre, era italiana, y me enseñó a trabajar la quinta. Ninguno de los dos está, pero si mis hermanos 
que se criaron en la misma familia, y también están mis hijos y mis nietos. 


Me debatí en la vida a las trompadas, para abrirme camino y para poder estudiar, y a los 14 
años comencé a trabajar. Como jugaba más o menos regular al básquetbol y el único club -además del 
estatal- que tenía cancha propia era “El Ferroviario”, practicaba allí. Un día un dirigente se me acercó y 
me dijo por qué no aprendía el oficio de telegrafista. Entonces, desde la medianoche hasta las 4 de 
mañana practicaba y aprendí esa técnica y, como buen muchacho atrevido, como somos todos a los 14 
años cuando nos tenemos fe, le pedí a un inspector de apellido Delgado si me permitía dar concurso. 
Así concursé como telegrafista y entré al Ferrocarril donde estuve trabajando 17 años. Entonces, don 
Emilio de León -el padre del director técnico, José Ricardo De León, que me conoce muy bien- me 
conoció como telegrafista. Era lo que tenía que hacer, aunque en mi casa no faltaba comida porque 
teníamos una quinta muy grande y en ese sentido, tenemos que agradecer mucho a las cocinas 
italiana y española, porque nuestras mujeres, con lo poco que sacábamos de la quinta, aseguraban 
nuestra alimentación. También teníamos una vaca lechera para tomar leche al pie. 


Trabajando en el Ferrocarril terminé secundaria. Luego un profesor nos preparó para entrar a 
un Banco y así fue que ingresé en el Banco Mercantil, a través de un concurso, aunque sólo estuve 
siete días, porque me fue a buscar don Manuel Rodríguez Correa, entonces Presidente de AFE, en 
razón de que precisaba gente de confianza en la Secretaría. 


Omití decirles algo que es muy importante. ¿Saben ustedes cómo cobré el primer mes de 
sueldo? Con un boleto de viático porque no existía otra forma para que entrara como meritorio. Esa era 
una primera transposición de viático. 


Entonces, me fueron a buscar don Manuel Rodríguez Correa y “Pochito” Fernández, hijo de 
aquel gran caudillo blanco de Florida, para que reingresara. Y les contesté: “¿Ahora que estoy rico?”; y 
Machiñena -ahí lo dice- era mi gerente. Además les decía: “¿Me van a llevar de vuelta al Ferrocarril?” 
A lo que me contestaban que me iba a hacer un burgués y que tenía por delante una carrera política. 
La cuestión fue que les pregunté cuánto me iban a pagar: eran $ 100 más porque fue en el momento 
de la fusión y se pagaban muy buenos sueldos a ese nivel. Por tanto, iba a pasar a ganar $ 360 contra 
$ 260 que ganaba en el Banco y en aquel entonces soñaba con la casita en la playa, que nunca pude 
tener, con vivir mejor y con casarme algún día. 


Entonces me fui al Ferrocarril donde estuve hasta el año 1962. ¿Saben qué pasó en ese 
año? Me encontré de casualidad con Luis Batlle y me pidió que lo acompañara a Sarandí Grande. Y allí 
fue donde di mi primer discurso, y como había problemas con Santiago Rompani, ya que no tenía 
compañero de fórmula, se creó la fórmula “Rompani -Amaro”. Así fue que salí electo Concejal por 
primera vez. 


Y ahí cometí el abuso de funciones más grande que se tiene que haber cometido en la 
historia del país. Se trataba de Concejos Departamentales. Había una mayoría blanca, conformada por 
honorables ciudadanos: un anciano -porque tenía muchos más años que yo, tenía 84- que era don 
Víctor Mendizábal, Enrique García, hombre de la cuenca lechera y un constructor y por la minoría 
estaba el doctor Wilson Monti Grané, que era una personalidad de Florida y quien habla, que en ese 
momento tenía 28 años. Entonces, se me dejó trabajar y visitábamos escuelas -tal como lo hice como 
Presidente de OSE- y los lugares donde estaba la pobreza. Fue así que llegamos a la “Escuela Varela”, 
de varones -que es monumento histórico nacional- y constatamos que había niños de jardinera que 
estaban sentados en el suelo porque no había un salón disponible. Por eso dije que les íbamos a hacer 
el salón. Las obras se empezaron y había voluntad; de alguna forma se iba a terminar porque le 
íbamos a pedir ayuda a Primaria, pero no había dinero. Y lo hicimos todo con el Concejo. Varios Ediles 
me dijeron que nos podían denunciar porque estábamos invadiendo la jurisdicción de un organismo 
nacional sin un papel, pero ese salón está hasta el día de hoy y como Presidente de OSE fui a la 
escuela, invitado por ellos, y vi que en el edificio viejo, con el dedo, se atravesaba la pared de la 
humedad que tenía. Lo mandé arreglar inmediatamente, llevándome todo por delante. Porque si tengo 
que ir preso por abuso de funciones, voy con alegría, ténganlo asegurado todos ustedes, y es lo mismo 
que está haciendo este Directorio, lo cual aplaudo. Aplaudo de corazón que ayude. 


Yo iba a referirme a los viáticos, pero voy a hablar de esto porque fue lo más publicitado. Sé lo 
que es OSE; es un Organismo donde trabajé las 24 horas y tendría para hacer un “speech”, con el cual 
podría aburrir a todos. 


Tenemos en nuestro poder una resolución del Directorio de OSE, ayudando a una cancha de 
baby fútbol en el Sauce. Cuando la vi, realmente me parecía increíble que yo estuviera procesado y 
que se esté haciendo lo mismo, pero en terreno privado; yo lo hice en terreno de OSE. Una obra de 
U$S 1:400.000, una usina de depuración de aguas residuales, con un horizonte de cincuenta años y 
que tiene un tejido perimetral de 2,5 metros de alto. Al frente está la Ruta 57, y para llegar a la Planta 
hay 400 metros. Era un campo chivero, lleno de chilcas, con zanjas, y yo me dije: “Acá algo voy a 
hacer”. ¿Saben lo que pensé hacer? Una plaza. Pero da la casualidad que me encuentro con Paco 
Invernizzi -cuyas cartas al Semanario Búsqueda luego voy a pedir que se lean- quien me dice: “No; 
vamos a trabajar por los niños, y ese terreno es fenómeno”. Y bueno, fue a trabajar, y a trabajar gratis; 
ya ustedes van a escuchar cuando se lea la carta. 


Luego, vino la cabaña “El Grillo”, que está a 600 metros de allí, del Pepe Gurgitano quien me 
dice: “Juan: nosotros te hacemos el sembrado, se regalan las semillas y te traigo el personal”. Y ahí 
quedó un piso igual al que tiene el Parque Central -por lo menos, así lo dicen los que saben, los 
entendidos- hecho por el mismo profesional. 


También tengo cartas del señor González -que no se hicieron ni se publicaron ahora- donde 
figura que donó 14 horas de máquinas niveladoras para nivelar el terreno y hacer la cancha. Yo, con la 
visión del hombre viejo, le dije: “Hay que trasladar algún día la Usina Potabilizadora que está en el 
Arroyo del Sauce, a 20 kilómetros de Sarandí Grande”. Y ya está, si no le gusta al Directorio, que 
venga, igual ahí tiene el lugar ya aplanado, ya nivelado y preparado para hacer la Usina. Quiere decir 
que esa inversión ha sido totalmente favorable para OSE. 


Realmente, si yo fuera aprovechador de las circunstancias, digo que no tengo nada que ver 
con esa obra, porque siempre que se hace un sumario me lo hizo OSE, y yo declaré en todos los que 
me pidieron. 


Ingresé al Organismo el 16 de enero de 2001 y me retiré el 28 de octubre de 2003. Vino el 
nuevo Directorio y siguió con la obra pero, en realidad, no hizo absolutamente más nada, porque yo 
seguí trabajando de afuera, dado que entiendo que al Estado hay que darle -no chuparlo- darle 
patrióticamente. Yo le he dado a este Gobierno. He votado cosas solo en mi Partido, porque me han 
parecido bien, y me he ganado titulares en los diarios del tipo de: “Votó el Frente Amplio y Amaro”. 
Siempre, toda la vida, he sido así; con gobiernos blancos, con el doctor Lacalle, quien me llamaba a las 
6 de la mañana para que lo ayudara, y ¿cómo no lo iba a ayudar, si era Presidente de la República? 
Cuando surgió el tema de COFAC y había que nombrar las autoridades del Banco Central, los 
frentistas saben que había un compromiso construido, también por mí mismo, porque toda la gente de 
COFAC me había visitado en mi casa; entonces les dije que se fueran tranquilos, que yo iba a 
responder. Y no es lindo votar fuera de lo que vota el Partido, evidentemente; sufro mucho cada vez 
que lo hago, y tengo testigos, porque aquel día, en el Senado, cuando voté solo, estaba presente el 
doctor Abdala. Pero no voté solamente esa vez, y ¡qué suerte que se encuentra hoy aquí la señora 
Senadora Percovich, quien también integra la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión! Cuando 
la señora Ministra de Desarrollo Social pide 150 funcionarios en Comisión, el primero en decir que 
estaba de acuerdo, fui yo -por suerte está la versión taquigráfica- porque era un Ministerio nuevo que 
tenía que constituirse; entonces, ¿para qué íbamos a politiquear? Simplemente dijimos “¡Vamos!”. 
Claro que eso no lo voté yo solo, todos lo hicieron, pero sí digo que tomé la iniciativa. La iniciativa ya 
estaba porque los Legisladores del Gobierno, lógicamente, ¡ban a acompañar ese pedido, pero la 
versión taquigráfica es testigo de todo esto que estoy diciendo. 


Como estoy documentando, voy a decir algo que nunca mencioné: Yo compré los 41 árboles; 
era un entusiasta, porque había sido Presidente de OSE. El Directorio de OSE decía que tenía gradas; 
tanto fue así, que el fallo del Fiscal habla de las sumas millonarias y de las gradas. Pero tal como 
pueden apreciar en las fotos, no hay gradas, solo hay un desnivel entre la cancha y el terreno donde, 
cuando el tiempo es bueno, la gente se puede sentar. El Directorio lo único que hizo y pagó - pagó los 
viáticos, porque los materiales están en OSE- fueron los vestuarios para los niños -que fueron 
construidos con bloques- siete de un lado y siete del otro y un mostrador para hacer tortas fritas, 
chorizos y así obtener recursos para los campeonatos. 


A continuación, le voy a solicitar al doctor Martínez Correa que dé lectura a la resolución que 
adoptó el actual Directorio de OSE respecto al Club Sauce de baby fútbol. 


SEÑOR MARTINEZ.- La resolución es de fecha 14 de diciembre de 2006 -consta en las copias 
que les remitimos- y dice así: “VISTO: estos antecedentes en los que la Comisión Directiva del Club 
Social y Deportivo Sauce, ha presentado Nota ante esta Administración solicitando en calidad de 
comodato materiales en desuso. 


RESULTANDO l: que el Grupo de Trabajo designado por R/D N* 584/05 de fecha 4/V/05, 
encargado de analizar e informar respecto de las solicitudes de cesión de materiales en desuso que se 
formulen a O.S.E., ha adoptado determinado orden de análisis respecto de los distintos requerimientos, 
atendiendo al criterio de necesidad socioeconómica de los peticionantes, por lo que ha analizado la 
solicitud mencionada en el VISTO, puesto que se trata de una Institución sin fines de lucro, que 
fomenta la mejor calidad de vida para los niños y niñas de la zona Villa del Cerro a través del baby 
fútbol y en la actualidad se encuentra abocada a realizar mejoras en el predio deportivo y sede social. 


RESULTANDO ll: que por otra parte el mencionado Grupo de Trabajo ha constatado que en 
OSE existe en desuso el material solicitado. 


CONSIDERANDO: que como resultado del análisis se entiende pertinente en la ocasión, 
colaborar con dicha Comisión” etcétera. 


“EL DIRECTORIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE LAS OBRAS DEL ESTADO. 
RESUELVE: 


1% AUTORIZAR a ceder en calidad de comodato materiales en desuso, para la Comisión 
Directiva del Club Social y Deportivo Sauce”. 


SEÑOR AMARO.- Como fui Director de UTE y de ANCAP nombro a esas dos instituciones. Podría 
nombrar a todas las que están haciendo donaciones millonarias, no reales. ANCAP durante toda su 
existencia aportó Pórtland -yo también aporté Pórtland, pero no hablo de 10 bolsas; piden mi 
procesamiento por esa cantidad y $67.000 de viático, que no lo es y que lo voy a aclarar- a 
instituciones públicas de la educación y a obras y clubes deportivos, no ocurriéndosele a nadie que 
podría ser considerado como un hecho presuntamente delictivo. UTE destina aportes para 
mantenimiento del Parque de Vacaciones en Minas y en el mismo se construyeron canchas de deporte 
de todo tipo. Reiteramos una vez que en la propia Ley Orgánica de OSE está previsto que el 
Organismo debe cumplir con fines sociales. 


¡Si será OSE un Organismo distinto! Es lo que tenemos que saber. El Organismo UTE es un 
Organismo comercial e industrial y OSE es exactamente igual: industrial, comercial y monopólico. A 
ANCAP no la critico, sino que la aplaudo. 


Voy a dar cifras para que se formen una idea; a mí se me acusa por el tema de los viáticos. 
¿Ustedes saben cuánto rebajé los viáticos? Los rebajé a sumas ridículas. Lo agarré con U$S 500.000 
de gasto y lo dejé en U$S 200.000. Y se me pide procesamiento con prisión. ¡Cómo no voy a 
estar caliente y desordenado! Tengo que estarlo, porque OSE es un organismo social, que no es 
competitivo con ANCAP ni con nada. En El Pinar se realiza un festival automovilístico -lo digo con 
todas las letras- y la donación de ANCAP  -que está bien- sirve a esos fines, porque de lo contrario 
no se podrían realizar esos festivales. Sin embargo, se habla de lo que en OSE se gastaba en 
publicidad mientras yo estaba. No sé qué fue lo que pasó. Creo que a los adulones de la 
Administración Pública habría que, no digo matarlos; sin embargo, a mí lo único que me faltó fue que 
aquí existiera la pena de muerte o la horca y seguramente me hubieran matado. Para hacerla 
corta, voy a pedir que el doctor Daniel Martínez dé lectura a las notas del diario “Acción” de Florida, del 
señor Héctor González, a la nota aparecida en el semanario “Búsqueda” del ingeniero Invernizzi, a las 
notas de prensa donde se denuncian contaminaciones en la cancha. De esto hace dos meses y sigue; 
nunca más se jugó un partido y eso es una canallada. Tengo la seguridad de que si el Presidente 
Vázquez estuviera en conocimiento de lo que estoy diciendo... Él fue el que me inspiró, porque el 
Presidente Vázquez, en su residencia de Suárez atrajo a todos los botijas. Yo me puse loco de la vida. 
Dije: este hombre está bien inspirado, piensa igual que yo. Además, aplicó el K.O. a las drogas. ¿Y 
cuál era su principal atractivo? Los chiquilines, los niños. 


Y después, muy facilongamente, sin haberme escuchado, porque yo mandé 61 preguntas y 
sin haber leído mis respuestas -que no son otras que las que estoy dando acá- se me procesa con 
prisión. Eso es doloroso. 


No hablo más, y sin querer ya nos sacamos de encima el tema de la cancha de fútbol. 


SEÑOR MARTINEZ.- Si el señor Senador Amaro me permite, me gustaría brevemente leer ese “ayuda 
memoria” que usted trajo. 


SEÑOR AMARO.- Sí, porque no puedo cambiar mi modalidad. Lo que quiero es salir de esto y no 
aburrirlos con una cháchara de cosas que se traen escritas. Yo las tengo porque las viví, las hice, las 
trabajé con mis manos, porque también ayudé con alguna carretilla a hacer la cancha de baby fútbol. 


SEÑOR MARTINEZ.- Igualmente, eso está agregado en la documentación, pero creo que son 
importantes las explicaciones con respecto a la cancha de baby fútbol. “La finalidad de la obra estuvo 
constituida fundamentalmente por la intención de recuperar un espacio verde y transformarlo en un 
campo deportivo de uso público, dado que dentro del mismo padrón del predio de OSE se encuentra 
esa planta de tratamiento de aguas residuales inaugurada recientemente por el Directorio que integré, 
que fue de un costo de U$S 1:400.000 y que no condice con tener a su frente un terreno lleno 
de chircas que daba una imagen desastrosa y no era digna para los vecinos del lugar. La obra 
fundamentalmente era destinada a los niños y podía ser usada indistintamente por personal de OSE y 
la sociedad local. La obra se realizó dentro de los límites de un padrón propiedad del Organismo, con 
lo cual se aumentó indirectamente el valor del bien inmueble sin perjuicio de las nuevas finalidades que 
cumpliría. 


A continuación, voy a señalar quienes fueron los que aportaron para la cancha de baby 
fútbol. Existieron aportes externos y desinteresados de las fuerzas vivas de Sarandí Grande y de 
personas como el ingeniero Salvador Invernizzi, experto en sectores de construcción y mantenimiento 
de campos deportivos, incluido el Estadio Centenario. Él colaboró en ese asesoramiento sobre la 
cancha en forma honoraria. Adjunto la carta que salió en el semanario “Búsqueda” que dio a conocer a 
la opinión pública cuál había sido su tarea y la forma en que la había realizado. Otra de las personas 
que colaboró fue el señor Héctor González, propietario de una máquina motoniveladora, que prestó su 
apoyo honorario para adecuar el terreno. Adjuntamos también la carta que publicó este mismo señor 
en medios de prensa. Allí se señalaba que la cabaña “El Grillo” de José Gurgitano, ubicada a 600 
metros del lugar, puso la maquinaria e hizo el sembrado de la cancha. “Personalmente” -dice- “doné 
árboles para el entorno”. Y podría continuar citando aportes. 


Con respecto a la denuncia formulada de que se hicieron gradas, quiero aclarar que es 
totalmente falsa y para ello basta ir al lugar y comprobarlo. Actualmente -esto ya lo señaló el señor 
Senador Amaro- el Directorio de OSE ha hecho aportes a instituciones de este tipo, de la misma 
manera que él lo hizo. 


En un quincenario de Florida, de fecha 7 de octubre de 2005, dice que una de las personas 
que intervinieron en forma honoraria en la cancha de Sarandí Grande, fue el señor Héctor González, 
que solicitó a ese prestigioso medio de prensa la publicación de su carta que tiene que ver con la 
construcción de una cancha de baby fútbol en la ciudad de Sarandí Grande, obra que está en medio de 
una polémica pública a través de publicaciones aparecidas en distintos medios de difusión. Su 
propósito, considerando que se trata de una obra de profundo contenido social en cuanto al apoyo de 
sus queridos niños, es señalar que prestó su apoyo con una máquina motoniveladora para colaborar 
en el nivelado de la cancha y, reitera que fue en forma honoraria. Además, señala que está convencido 
que apoya al deporte y al niño y agrega su sorpresa por el hecho de que la concreción de este objetivo 
-que se hizo con el apoyo de mucha gente de Sarandí Grande- hoy está siendo investigada por los 
actuales Directores de OSE. 


También, como ya mencioné, contamos con la carta del ingeniero Invernizzi remitida a 
“Búsqueda” el 22 de setiembre de 2005. Allí también se expresa el carácter honorario de su 
colaboración y quiere aclarar un hecho que llevó a que los actuales Directores de OSE mencionaran su 
nombre respecto a su participación en la construcción de la cancha de baby fútbol, en la ciudad de 
Sarandí Grande. Expresa en dicha carta que prestó asesoramiento en su carácter de técnico 
especializado en canchas de juego y que lo hizo al mismo tiempo que estaba contratado para trabajar 
en la Comisión de Paso Severino, en donde atendía la Comisión Deportiva. También aclaró que ello lo 
hizo porque es su voluntad apoyar siempre al deporte y más aún, en este caso en que se apoya a la 
niñez y a una actividad tan noble como la del baby fútbol. Luego, ante denuncias formuladas también 
sobre la cancha construida en ese mismo predio de OSE por supuesta contaminación -aludiéndose a 
una especie de responsabilidad por haberla hecho en ese momento- comparecen técnicos de OSE que 
estudian las eventuales denuncias de contaminación de esa cancha por estar próxima a una planta de 
tratamientos residuales. Esta es una nota del diario “Punto y Aparte”, de la ciudad de Sarandí Grande 


donde se expresa que técnicos de OSE evalúan la situación de la cancha de baby fútbol “El Pasito”, y 
señalan que no habría contaminación. El redactor del diario hizo una breve síntesis de la denuncia de 
supuesta contaminación donde se establece que los técnicos de OSE, enviados por el actual 
Directorio, solamente hicieron un relevamiento visual y si bien no quisieron hacer declaraciones, 
estaban en condiciones de informar, extraoficialmente, que entendían que no había ninguna razón para 
pensar que esa planta, contigua a la cancha de fútbol, pueda contaminarla, pues con la distancia que 
hay entre las piletas de decantación y la misma, lo único que podría suceder es que haya mal olor 
cuando los vientos sean de ochenta o ciento veinte kilómetros por hora. Lógicamente que en los días 
que eso ocurra, muy difícilmente se podrá jugar al fútbol. La resolución de la cesión en comodato fue 
leída al comienzo, por lo que los señores Senadores podrán repasarla. 


SEÑOR AMARO.- Voy a ir al tema de pago de viáticos a funcionarios de la Secretaría. En cuanto al 
trámite puedo decir que los viáticos eran controlados por una serie de oficinas del Organismo que 
intervienen en toda su tramitación y participaban, por ejemplo, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, Planeamiento y Desarrollo, la Gerencia Financiero-Contable, la Oficina de Liquidación de 
Haberes, la Sección Viáticos, el Departamento de Recursos Humanos, como así también contadores 
delegados del Tribunal de Cuentas. Es de hacer notar que todos los viáticos se originaban a partir de lo 
que se denomina comisión de servicio, que no es otra cosa, que la asignación de una tarea material, 
dispuesta por el jefe de la repartición y aplicándose a sí mismo el reglamento de viáticos vigentes. 
Personalmente nunca firmé un trámite de viático de mis Secretarioss y, naturalmente, no estaba dentro 
de mis cometidos autorizar los mismos. Lo que sí hice, fue encomendar a algunos funcionarios de mi 
Secretaría para la realización de comisiones de servicio, a efectos de supervisar avances de obras, 
reuniones vecinales, inauguraciones, etcétera, que más adelante detallaré. En definitiva, participar en 
todas aquellas actividades relacionadas con responsabilidad del Organismo en el interior del país. 


En cuanto a los controles, además de los controles emergentes del propio Reglamento de 
Viáticos, existía un contralor externo adicional que era ejercido por la Comisión Especial, creada por la 
RD 529-2 y que integraban jerarcas de la Administración, como el Subjefe de Jurídica, Subgerentes 
Generales, el Gerente de Recursos Humanos, etcétera. Esta Comisión se había integrado con el objeto 
de revisar las situaciones de hecho que originaban todos los viáticos del Organismo, analizar sus 
pertinencias, proponer correctivos, autorizarlas y aprobarlas. 


Ahora le solicito al doctor Daniel Martínez que dé lectura a la Resolución 529-2, en la que se 
crea la comisión especial. 


SEÑOR MARTINEZ.- “Resolución de Directorio 529-2. Montevideo 22 de mayo de 2002. Visto: la 
política de contención y reducción del gasto público iniciada por la Administración; CONSIDERANDO l: 
que es procedente en esta instancia revisar los criterios de asignación de viáticos y compensaciones y 
otras retribuciones que por decisiones anteriores de la Administración se concedieron a funcionarios; 
CONSIDERANDO ll: que debe efectuarse una revisión y análisis, caso por caso, de estas atribuciones 
en vigencia y la justificación de hecho que habilita a la percepción de las mismas; ATENTO: a lo 
precedentemente expuesto, el Directorio de la Administración Nacional de las Obras Sanitarias del 
Estado, RESUELVE crear una Comisión Especial que se integrará con los señores Subgerentes 
Generales, Gerentes de Departamento y de Recursos Humanos, Subgerente de la Oficina de 
Planeamiento y Desarrollo, Subjefe de la Oficina Jurídica Notarial y un delegado designado en 
representación de cada uno de los despachos de los señores Directores, con el objeto de analizar las 
situaciones indicadas en los CONSIDERANDOS | y ll,” -por los que se concedían los viáticos- 
“debiendo asesorar al Directorio, con obligación de elevar el informe respectivo.” 


SEÑOR AMARO.- Con respecto a las razones para la concesión de los viáticos al personal de 
Secretaría, lo primero que debe tenerse en cuenta en este asunto, es el carácter nacional que tiene un 
organismo como OSE, donde es evidente la imposibilidad de que su Presidente y los Directores 
puedan estar presentes en todos los compromisos que demanda la función. A principios del año 2003, 
en virtud de acelerarse los procesos de ejecución de las obras concretadas con el Banco Mundial y con 
su exigencia, con plazos de vencimiento a 2005, debimos implementar un sistema de control y 
supervisión de las obras en que participara el Organismo, mucho más intenso por parte de los 
despachos que determinó que algunos funcionarios afectados a las secretarías privadas, debieran 
realizar tareas adicionales diarias de control en el interior y en Montevideo. El atraso en el cronograma 
de obras con el Banco Mundial debido a la crisis de 2002, no impidió igualmente a las delegaciones de 
este Organismo de crédito apremiar a OSE en el cumplimiento de las metas. 


Persuadido de los riesgos que el incumplimiento traería aparejados, se decidió implementar 
el sistema de salidas y controles antedicho. Esta situación la padeció el Directorio actual denunciante, 
que debió emitir la Resolución N* 424/2006, de fecha 14 de abril de 2006, por la cual dispone remitir un 


oficio al Banco Mundial solicitando una prórroga de la fecha de cierre del préstamo con dicho Banco. 
Solicito al doctor Daniel Martínez que dé lectura a la referida Resolución del Directorio actual. 


SEÑOR MARTINEZ.- Esta Resolución del Directorio actual de OSE, en que expresa la urgencia 
manifestada por el Banco Mundial para ejecutar el cronograma de obras, que fue la misma urgencia 
que le planteó al Directorio presidido por Amaro luego de la crisis de 2002, fue el motivo que determinó 
la asignación de funcionarios para la supervisación y control de obras y los consiguientes viáticos o 
comisiones de servicio que generaban el viático al interior relativos a funcionarios de la Secretaría. 


Esta Resolución N* 424/2006, de 19 de abril de 2006, que está al final de las copias que 
estamos entregando, tiene como título: “REMITIR Oficio al Banco Mundial solicitando considere, en 
mérito a lo expuesto en los Considerandos de la presente Resolución, la extensión hasta el 31 de 
marzo de 2007 de la fecha de cierre del Préstamo N* 4556 - U.R. para la financiación parcial del 
Proyecto de Modernización y Rehabilitación de los Sistemas de O.S.E.”. 


Concretamente, la resolución dice lo siguiente: 


“VISTO: el Proyecto de Modernización y Rehabilitación de los Sistemas de O.S.E. cuya etapa APL1, 
financiada parcialmente con el préstamo B.l.R.F. N* 4556 - U.R., se encuentra actualmente en 
ejecución con fecha de cierre prevista para el próximo 30 de junio de 2006. 


CONSIDERANDO l: que aun cuando a la fecha todas las componentes del Proyecto tienen la mayoría 
de las actividades terminadas y es notorio que el ritmo de los desembolsos se ha acelerado 
significativamente en el correr del último año, la finalización de algunas tareas del mismo requiere la 
extensión de su plazo de ejecución. Los trabajos en cuestión se refieren a las obras y suministros 
necesarios para la ampliación y remodelación en la Planta de Aguas Corrientes que abastece a todo el 
Sistema Montevideo, obras de ampliaciones de redes de alcantarillado por demanda en las localidades 
del Interior”, etcétera. 


Más adelante se agrega, en el Considerando lll: “que a los efectos de asegurar el 
financiamiento de las actividades del Proyecto, en mérito a las razones expuestas y a lo tratado con la 
citada Misión, se entiende conveniente remitir Oficio al Banco Mundial solicitando considere la 
extensión hasta el 31 de marzo de 2007 de la fecha de cierre del Préstamo”, etcétera. 


Finalmente la Resolución dice que, atento a lo informado, el Directorio de la Administración de 
las Obras Sanitarias del Estado resuelve remitir Oficio al Banco Mundial solicitando la ampliación de 
ese plazo. 


SEÑOR AMARO.- Creo que era conveniente que los señores Senadores conocieran esta Resolución 
del Directorio actual a los efectos de que se dieran cuenta de que el control que no puede hacer el 
Directorio tiene que ser realizado por personal de confianza, porque no es fácil trabajar con el Banco 
Mundial y hay que cumplir los plazos. 


El personal de mi Secretaría era comisionado diariamente para misiones en el interior y en 
Montevideo, con el objeto de controlar obras específicas, planes y proyectos que se estaban 
ejecutando. Más allá de los controles e informes técnicos, era mi deseo ejercer también una 
supervisión, si no directa, por lo menos a través de mis funcionarios de mayor confianza. Los 
funcionarios afectados al Despacho de Presidencia entonces, de manera continua, desempeñaban 
comisiones de servicio, tareas y actividades varias encomendadas por la superioridad, relacionadas 
directamente con proyectos, programas, convenios con Municipios, vecinos de zonas barriales, 
etcétera. Estos funcionarios eran literalmente mis ojos y oídos en todos aquellos actos a los que yo no 
podía concurrir. Por razones de tiempo, es evidente que no resulta posible que el Presidente del 
Organismo pueda coordinar y asistir a todas las reuniones con las Comisiones Vecinales de barrios de 
las ciudades del interior, con entidades sin fines de lucro, clubes sociales y deportivos, con las 
Intendencias Municipales, o controlar y supervisar directamente el personal y el desarrollo de los 
planes y proyectos impulsados, por lo cual, permanentemente enviaba en mi representación a 
funcionarios del despacho. Si se registraron viáticos por largos períodos, como el Fiscal 
caprichosamente dijo por ahí, sencillamente fue porque se trabajó, y las obras del período son mi 
respaldo, así como la naturaleza, controles, necesidades y servicios que los motivaron. Los viáticos 
son por naturaleza retribuciones que tienen por objeto resarcir los gastos de viajes y alimentación en 
que incurren los funcionarios, y son gestionados mediante el rubro “Viáticos”, siendo especialmente 
previstos por el Organismo. Esas circunstancias se dan en el proceso de gestión de los mismos, 


transparencia y cristalinidad, pues tienen acceso al sistema todos los operadores e interventores 
autorizados a operar. Como se dijo, intervienen en el proceso de gestión del viático no sólo el 
solicitante, sino también el Jefe de Repartición, el Departamento de Recursos Humanos, la Oficina de 
Viáticos, el Gerente General -quien disponía- y, finalmente, el Ordenador de Gastos y Pagos, quien 
tramitaba las solicitudes para su control ante el Departamento de Recursos Humanos y el control de 
legalidad ante el Departamento Financiero-Contable. En ninguna parte del trámite del viático interviene 
el Presidente de OSE, de manera que existen, antes de la concesión y pago de viáticos, varios 
controles de regularidad y pasos previos, realizados siempre y exclusivamente por las oficinas 
detalladas. Para que quede aún más claro, voy a leer las declaraciones del señor Pedro Pintos, quien 
durante mi gestión en OSE fue Gerente de Recursos Humanos, quien a Fojas 119 de las Actuaciones 
que enviara la Suprema Corte de Justicia señaló que: “Quien ordena el viático es la Gerencia General. 
Una vez autorizado el anticipo por la Gerencia General, va a la Oficina de Viáticos, que hace el proceso 
por la gestión, por si el funcionario tuviera una rendición pendiente. Si el viático está en regla, ajustado 
a Reglamento, lo intervienen los Contadores del Tribunal de Cuentas del Departamento Financiero y la 
Unidad de Viático lo tramita a Tesorería para el cobro”. 


Necesidades del servicio que motivaron las comisiones y en consecuencia de los viáticos: 1) 
Obras y proyectos de extensiones de redes de agua. 2) Obras y proyectos de redes de saneamiento. 
3) Planta de Tratamiento. 4) UPA's. 5) Equipos de bombeo. 


6) Escuelas, instituciones sin fines de lucro, liceos. 7) Obras de Credimas. 8) Obras RAM. 


Convenios que se celebraron: 1) entre OSE y las Intendencias. 2) OSE y vecinos. 3) OSE e 
instituciones. 4) Credimas y vecinos, etcétera. 5) Apertura de llamados a licitación pública que se 
realizaron en el interior del país. 6) Idas previas para preparar los eventos de inauguraciones. 7) 
Inauguraciones. 8) Reuniones con autoridades departamentales. 


Formularios usados y trámites. La gestión del viático se realiza a través de un formulario 
preimpreso y normalizado, aprobado por Directorios anteriores y diseñado por el Departamento de 
Recursos Humanos de la Oficina de Organización y Servicios Administrativos. 


En el formulario se indican los lugares que la comisión del servicio tenía como destino. La 
tarea que se disponía a realizar el funcionario se indicaba en el formulario de solicitud, sistema 
electrónico documental de firma digital. Cumplida la Comisión del servicio, el funcionario me brindaba 
los informes que yo le requería; eso en mi caso era diariamente. Los referidos funcionarios estaban 
exentos por la Gerencia de Recursos Humanos de registrar o marcar asistencia en virtud de que eran 
funcionarios de confianza con régimen de disposición a la orden; esto es que estaban a disposición del 
organismo las 24 horas del día. 


Funcionarios de mi Secretaría. 


Me consta plenamente que los tres funcionarios que pertenecían a mi Secretaría, y que han 
sido objeto de investigación, concurrían al interior en el marco de las comisiones de servicio 
encomendadas. Debo reiterar que de diez funcionarios que se desempeñaban en mi Secretaría, sólo 
tres realizaban estas misiones al interior. 


Sobre funcionarios de la Secretaría que estando con viáticos registraban actividades en las 
oficinas centrales de OSE: 


Como he dicho, como Presidente de OSE mi tarea no era gestionar, controlar, autorizar ni 
pagar los viáticos a los funcionarios, y reitero que nunca tuve participación ni seguimiento de los 
mismos. Sí puedo señalar que siempre exigí lo máximo a mis Secretarioss y estos siempre cumplieron 
con sus misiones al interior y me mantuvieron informado de sus resultados. Estos funcionarios, que con 
enorme esfuerzo personal y físico, realizaban un trajín casi a diario del interior a Montevideo, me 
entregaban los reportes de sus misiones, discutíamos sus resultados y nuevamente recibían de mi 
parte órdenes precisas. 


Los funcionarios de mi Secretaría tenían un régimen de dedicación exclusiva y máxima 
extensión horaria, por lo que las exigencias del trabajo hacían que dedicaran un horario, prácticamente, 
“full time” a la función. Parece mentira que quienes ocupan las mismas responsabilidades que 
ocupamos nosotros hoy, estén intentando desconocer que un Director de un Organismo que tiene 
trabajo en todo el país deba, imprescindiblemente, contar con Secretarioss que lo representen e, 


incluso, acompañen en giras por los distintos puntos del Uruguay. En mi caso, reitero, de diez 
Secretarioss sólo tres tenían este cometido, lo que deja bien en claro la austeridad con la que actué. 


Para finalizar, debe tenerse en cuenta, primero, que los funcionarios de mi Secretaría 
presentaron testigos de su comparecencia al interior e, incluso, donde pernoctaban cuando realizaban 
sus misiones. Lamentablemente, la Justicia omitió tomar declaraciones de testigos, entre otros, la de 
los Intendentes Carmelo Vidalín, de Durazno, y Herman Vergara, de Lavalleja, así como también omitió 
recibir declaraciones de ciudadanos que podían dejar bien en claro que los funcionarios de mi 
Secretaría efectivamente cumplían funciones en el interior. 


Respecto a que en muchas oportunidades durante la jornada de trabajo venían a mi 
despacho, eso es cierto y es lógico, ya que de esa manera me rendían cuentas de sus actividades en 
el interior. Esa era específicamente la forma en que habíamos organizado esas reuniones, puntuales, 
meramente transitorias, donde -como dije- recibía sus reportes, los evaluábamos y nuevamente los 
destinábamos, de inmediato, al lugar de la comisión. Por lo demás, esa es una circunstancia 
especialmente prevista y admitida por el Reglamento de Viáticos del Organismo. 


2) En el sumario administrativo se cometió la omisión de no solicitarme declaración de por qué esta 
modalidad de trabajo, donde se trajinaba continuamente del interior a Montevideo, en cumplimiento de 
las comisiones de servicios referidas, a esa altura, pese a que era evidente que el Organismo ya había 
tomado una decisión al respecto aun antes de escuchar la prueba de descargo. Igualmente la hice 
llegar por escribano público -consta en el legajo- y la misma, insólitamente, nunca fue tomada en 
cuenta. 


3) Que los tres funcionarios de mi Secretaría fueron procesados sin prisión cuando, personalmente, por 
ser quien les marcaba las tareas a cumplir, siempre reconocí e incluso declaré que cumplieron con 
dedicación absoluta sus responsabilidades. Dicho procesamiento ha sido tan alejado de la objetividad 
que el propio Fiscal, cuando acusa a mis Secretarioss de que cobraban viáticos no hechos, se remite a 
las conclusiones del sumariante del Organismo y éste dice exactamente todo lo contrario, esto es, que 
si hay una cosa que entendía probada era que los funcionarios efectivamente habían concurrido a los 
lugares que declararon en las respectivas rendiciones. Esto lo dice quien hizo el sumario. Repito: “éste 
dice exactamente todo lo contrario, esto es, que si hay una cosa que entendía probada era que los 
funcionarios efectivamente habían concurrido a los lugares que declararon en las respectivas 
rendiciones”. 


Para finalizar, pregunto: ¿alguien puede tener dudas de la necesidad que tiene un Presidente 
de un servicio descentralizado como OSE, de poder disponer que sus funcionarios lo representen y 
trabajen por él? ¿Es entendible que se tipifique un delito de fraude a un ciudadano que nunca autorizó 
un viático, menos aún firmó un viático, por el solo hecho de haber dispuesto que tres de sus diez 
Secretarioss lo acompañaran o representaran en distintas misiones al interior? 


Estoy convencido de que esta absurda y sobre todo antojadiza imputación contra mí por el 
delito de fraude, se ha hecho simplemente en virtud de que, estando el delito de abuso de funciones en 
el centro de los cuestionamientos desde todas las áreas jurídicas, era la única forma de imputarme 
algo, incluso, a riesgo de ser una acusación que raye con lo demencial. 


Puedo asegurar a los señores miembros de esta Comisión -porque la realidad me respalda- 
que no existe un solo documento de viático que esté firmado o autorizado por este ciudadano y que 
nunca supe cuánto cobraban estos funcionarios ni si sus liquidaciones estaban bien o mal rendidas, 
por lo que haberme tipificado el delito de fraude en reiteración real constituye un atropello y va a pasar 
a la historia como la crónica de una despreciable persecución de la cual he sido víctima. 


Es cuanto puedo decir a los señores Senadores respecto a los viáticos de los Secretarioss. 
No quiero entrar en otras cuestiones porque, en mi concepto, con esto es suficiente. De todos modos, 
siempre hago hincapié en que un Presidente de OSE no está para revisar viáticos ni para oficiar como 
vigilante. Esa tarea la deben realizar los servicios y, de acuerdo con mi leal saber y entender, sobraban 
controles. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que ha sido muy completa la exposición del señor Senador Amaro en 
cuanto a que él no estaba en la cuestión diaria. 


Quisiera hacer una pregunta para configurarme el lugar, porque si no, la duda será peor. 


El señor Senador habla de que el resto de los Secretarioss -sacando a estos tres- estaban 
dedicados a otra cosa. Y había un contacto para dar el reporte; es decir que iban a distintos lugares de 
la República, daban sus reportes, se evaluaban y volvían a irse, seguramente hasta que se cumpliera 
la tarea en ese departamento o localidad. Quizás no se acuerde, pero tengo una duda al respecto. 
Quisiera saber si se hacía un reporte, iban con las instrucciones y volvían a los dos o tres días. Si era 
un viernes, ¿volvían el lunes? ¿Era prácticamente un reporte diario? Quiero entender la mecánica de 
trabajo. ¿Se trata de personas que estaban trabajando para la OSE y se les encomendaba una tarea? 
Cuando ¡ban a determinados lugares, supongo, con las directivas, ¿era una cosa diaria? Y si era un 
lugar alejado, ¿precisaban dos o tres días? 


Hago este planteo para entender la mecánica. Además, quisiera saber si iban en ómnibus o 
en vehículos de la OSE. Reitero, quiero conocer la mecánica de los viáticos, lo cual me parece que es 
lo único que ha faltado en esta exposición bastante completa del señor Senador Amaro. El señor 
Senador plantea que en el tema burocrático no tiene nada que ver, que estaba en contacto personal 
con sus Secretarioss. Esos Secretarioss, iban y venían a esos lugares Entonces, ¿estaban allí dos o 
tres días y ejecutaban las órdenes? ¿Concurrían con la locomoción de OSE o en ómnibus? 


SEÑOR AMARO.- Me alegra la intervención del señor Senador Michelini. Es de cajón que todo el 
mundo entiende que el Presidente de OSE -y acá hay gente que estuvo al frente de Direcciones de 
Entes Autónomos- cuando manda a un Secretarios, no le controla ni le dice que tiene que hacer con el 
viático; eso se sobreentiende. Y después los funcionarios salen a trabajar, obedeciendo las 
indicaciones y el lugar que indica el Presidente. Cuando ellos terminan su tarea, nosotros podemos 
llamarlos y que vuelvan otra vez al trabajo porque precisamos la información. 


¿Por qué nació esto? Eso lo verán a través de lo que le está sucediendo a este Directorio, que 
va a tener que adoptar la misma política que adopté yo, porque si no, no tienen salida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Senador Amaro da por terminado el capítulo referido a los viáticos? 
SEÑOR AMARO.- Así es, señor Presidente. Ahora ingresaría en el tema Locomoción. 


Creo que aquí se van a llevar más de una sorpresa, porque nunca lo declaré. 
Personalmente, pienso que las cosas que se hacen por el Estado hay que hacerlas, y no hay que salir 
a mofarse de que uno hizo esto o aquello; pero hoy voy a decir, por primera vez, lo que hice. 


SEÑOR MICHELINI.- Perdón, señor Presidente, pero hay algunos señores Senadores que debemos 
asistir a la Comisión de Asuntos Internacionales, citada para la hora 17. Entonces, podemos suspender 
dicha Comisión y seguir trabajando en ésta -no tenemos ningún problema en hacerlo- pero no debería 
suceder que esta reunión se quedara sin número. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que entre todos los que aquí estamos existe la suficiente confianza como 
para que podamos cumplir con la Comisión de Asuntos Internacionales, citada para las 17 horas, ya 
que luego dispondremos de la versión taquigráfica correspondiente. Se me ocurre que nadie puede 
tomar como una descortesía el hecho de que debamos irnos a otra Comisión; a su vez, quedarán a 
nuestra disposición los documentos y -reitero- la versión taquigráfica. Digo esto a modo de propuesta 
sobre el procedimiento a seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien, señor Senador. 


El problema es que el señor Senador Abreu también se retiró para la Comisión de Asuntos 
Internacionales, que también integra el señor Senador Abdala. A su vez, el señor Senador Ríos y quien 
habla integramos la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social y, de hecho, estamos 
esperando una llamada, porque se va a recibir a una delegación. Estas Comisiones sesionan a pesar 
del hecho de que habíamos adelantado que la intención era poder seguir escuchando al señor Senador 
Amaro. Es cierto que existe la versión taquigráfica, pero no es lo mismo que estar presentes. 


Entonces, la Mesa considera que si queremos habilitar a los señores Senadores a que 
participen en las Comisiones correspondientes, y dado que ya está terminado el tema Viáticos y se 
ingresaría en otras cuestiones, podríamos invitar al señor Senador Amaro para otra jornada. 


SEÑOR AMARO.- Entiendo perfectamente, y no tengo ningún problema, pero no sé si mis asesores 
podrán venir. Como me están indicando que pueden hacerlo, no habría inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, la Mesa entiende que si los señores Senadores pudieran arreglar 
este tema con un cuarto intermedio de 30 minutos, sería estupendo. Por lo menos el señor Senador 
Ríos y quien habla podemos arreglarlo así, perfectamente, al igual que el señor Senador Abdala, 
según acaba de indicarlo. Así que podemos seguir luego; sinceramente, es lo que preferiría hacer. 


SEÑOR AMARO.- Agradecería muchísimo que se me brindara la posibilidad de terminar, por lo menos, 
mi exposición sobre los temas. Sin embargo, comprendo que haya compromisos de la naturaleza que 
se ha indicado, por lo que todos estamos de acuerdo con realizar un intermedio de 30 minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siendo así, se pasa a cuarto intermedio por 30 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 58 minutos) 

(Vueltos a Sala) 
Habiendo número, continúa la sesión. 

(Es la hora 17 y 43 minutos) 

Tiene la palabra el señor Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- A continuación, nos vamos a referir al tema relativo a Locomoción y Reparaciones 
de Flota Oficial. 


Creemos de mucha importancia poner en conocimiento de la Comisión, algunas 
declaraciones que dejan en claro cómo se manejaba el tema de mantenimiento y reparación de la 
locomoción en OSE. Por ejemplo, la contadora Mónica Otero, Subjefa de la Inspección General, a raíz 
de que fue cuestionada por el escribano Rodríguez Olaso -aclaro que Rodríguez Olaso fue el que hizo 
la instrucción del sumario en lo referente a la reparación de flota oficial- replica el informe del mismo, 
señalando que en cuanto a la compra directa, mantiene dicho informe, ya que no hay obligación de 
pedir varios precios, dependiendo del monto. En el informe de la suscrita se exhorta que en gastos de 
mantenimiento y otros, se cumpla con dicho procedimiento por un tema de transparencia y de buena 
administración. 


A fojas 12.12, se indica que durante el período 2000/2005, se realizaron otras auditorías, por 
ejemplo, de gastos de mantenimiento y de combustibles de los vehículos oficiales. 


Allí también se indica que si hubo fraccionamiento del gasto, el Tribunal de Cuentas debió 
haberlo detectado e informado al Directorio para que tome la medida. 


Para que este tema quede totalmente claro, voy a entregar a los miembros de esta Comisión, 
las Resoluciones del actual Directorio de OSE, en las que reitera el gasto, ante la observación 
realizada por el Tribunal de Cuentas. En ellas se argumenta -de la misma manera que el Directorio de 
OSE que integré- que debido a la heterogeneidad y relativa antigúedad en lo que se refiere a modelos, 
años y tipos de vehículos con que cuenta la Administración, se dificulta la realización de otros 
procedimientos de contratación. Para ser más claro, quiero aclarar que a OSE nunca se le permitió la 
renovación de flota, por lo que cuenta con flotas de cincuenta años como las Caterpillar, vehículos que 
son de otra época. 


En este sentido, solicito al doctor Daniel Martínez que dé lectura a algunas de las tantas 
Resoluciones del actual Directorio en las que se reitera el gasto. Aclaro que no critico esto porque yo lo 
hice; no hay otra forma de gobernar y menos en OSE porque, en cualquier momento se rompe una 
bomba en Aguas Corrientes y se tiene que realizar la adquisición directa. Quiero imaginarme a un 
Ministro cuando precisa un consultor, por el que se tiene que pagar muchísimo dinero; igualmente lo 
tiene que contratar. Entonces, este Directorio, desesperado por cumplir con el servicio, hizo lo mismo 
que quien habla y que van a hacer los que vendrán, porque no tienen otra salida. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La primera Resolución es la N* 537/06, que está como tapa de las copias que 
remitimos a los señores Senadores. Dice así: “Montevideo, 4 de mayo de 2006. R/D N* 537/06 - 
VISTO: que por R/D N* 212/06 del 22/11/06, se autorizó un crédito por la suma de $ 16:000.000, 
a efectos de atender la erogación a originarse por Mantenimiento de la Flota Oficial del Organismo 
durante el Ejercicio 2006. 


--RESULTANDO: que remitidas las actuaciones al Tribunal de Cuentas de la República, este observó el 
gasto debido a que no surge de las actuaciones el procedimiento de contratación seguido y si el mismo 
se ajustó a lo dispuesto por el Artículo 33 del TOCAF, al no identificarse también el k.o.-contratante y a 
su vez porque no se recabó la intervención preventiva de dicho Tribunal, contando las actuaciones con 
principio de ejecución, contraviniéndose lo dispuesto por el Artículo 211, Literal 'b' de la Constitución de 
la República”. 


CONSIDERANDO |l: que debido a la heterogeneidad y relativa antigúedad en lo que se refiere a 
modelos, años y tipos de vehículos con que cuenta la Administración se dificulta la realización de otro 
procedimiento de contratación. 


CONSIDERANDO ll: que no obstante, se están implementando soluciones que permitan adecuar los 
procedimientos actuales, circunscribiendo los mismos dentro de los parámetros generales de la 
Contratación Administrativa. 


CONSIDERANDO lll: que dado que el crédito autorizado está destinado a solventar gastos que se 
producen como consecuencia de los trabajos de mantenimiento de la Flota Oficial del Organismo y que 
son imprescindibles para garantizar el normal cumplimiento del servicio. 


ATENTO: a lo expuesto, corresponde reiterar el gasto en los términos de los Aras. 211, Inciso 'b' de la 
Constitución de la República y 475 de la Ley N* 17.296 del 21/11/01 .” 


Atento a esto, en mayo de 2006, el Directorio reitera al Tribunal de Cuentas el gasto 
observado por la suma de $ 16:000.000 para el mantenimiento de la flota oficial. Posteriormente hay 
otras resoluciones a partir del Anexo 6 -los señores Senadores lo verán si se saltean una página- 
donde también se reitera el gasto por parte del actual Directorio que denuncia lo hecho en el período 
en que estaba en el Ente el Senador Amaro. Por observaciones del Tribunal de Cuentas, por las 
mismas causas hay resoluciones de distinta variedad, lo que los señores Senadores podrán constatar. 
Si bien básicamente son todas iguales, hay una, la Resolución 537/06, que es bastante detallada y en 
el resultando manifestaba lo mismo que la primera que leímos. Dicho resultando decía: “que remitidas 
las actuaciones al Tribunal de Cuentas de la República, éste observó el gasto debido a que no surge 
de las actuaciones el procedimiento de contratación seguido...”. Las siguientes son todas parecidas, 
por lo que podemos decir que son simples repeticiones de observaciones al sistema realizado antes y 
ahora. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay un taller de reparaciones que muchas veces ha sido citado y, aparentemente, 
aquí se sigue con el procedimiento de contratación directa como antes. ¿Ese taller, sigue estando 
dentro de los proveedores de la OSE? 


SEÑOR AMARO..- Sigue estando. 


No hubo nunca una observación por otra causa; las observaciones del Tribunal de Cuentas 
fueron siempre por las razones que se expresan en la Resolución de Directorio que hice entrega a los 
miembros de esta Comisión. Este es un claro ejemplo de cómo el actual Directorio fue observado por 
las mismas razones que el anterior, pero nunca debido al fraccionamiento del gasto. Estas situaciones 
se mantienen inalteradas hasta el día de hoy. 


Ahora voy a pasar a las declaraciones de la doctora María Celia Rey, la sumariante, persona 
de confianza del actual Directorio, que fue ascendida y quien me sumarió a mí. También es importante 
-dice la doctora María Celia Rey- tener en cuenta las declaraciones que hiciera ante la sede penal la 
sumariante María Celia Rey quien, en fojas 1290 -está en el legajo- señaló que pedía asesoramiento 
para hacer la investigación a la contadora Otero. Es decir que la señora Rey le pide a la contadora 
Otero, que ya se había expresado. En el informe la contadora manifiesta que no hubo fraccionamiento 
del gasto y que no hubo apartamiento de las normas vigentes, mientras que las mismas funcionarias 
señalan claramente que en esta investigación, nunca se encontraron violaciones al TOCAF, 
manifestando a fojas 1290. Preguntada si había algún funcionario de transporte que constatara que las 


reparaciones fueran realizadas, contesta: hay funcionarios que se encargan de la constatación de las 
reparaciones. En las investigaciones donde yo participé no se encontraron violaciones al TOCAF y 
terminada la investigación se hizo la resolución 212/01 del Directorio. 


Voy a pasar ahora a las declaraciones de Walter Rubén Cuadro Zárate, propietario del Taller 
“Puerta Grande”, y con esto le respondo al señor Senador Moreira. 


Nos parecen también de fundamental importancia las declaraciones del principal del Taller 
“Puerta Grande”, ya que las presuntas irregularidades respecto al presunto pago de sobreprecios 
quedan desvirtuadas cuando este tallerista deja en claro, en sus declaraciones ante la sede penal, que 
el actual señor Presidente de OSE -no lo nombro- sigue mandando el vehículo de Presidencia a ese 
taller. Yo pregunto: si se comprobó el pago de sobreprecios, ¿cómo es posible que, de haberse 
comprobado irregularidades tan grandes como la de que un taller facture con sobreprecios, ese taller 
no haya sido eliminado de la lista de proveedores? También es importante que de sus declaraciones 
surge que ese taller trabaja para OSE desde hace más de veinte años, lo que deja en claro que dicho 
taller no trabaja para el Organismo debido a ninguna relación personal con el suscrito o con quienes 
me acompañaron en mi gestión. El propietario del Taller “Puerta Grande” expresó ante la sede penal, 
en fojas 327: “Pregunta: ¿Ustedes recuerdan cómo se dio esa vinculación con OSE? Contesta: Uno se 
inscribe en los organismos estatales como proveedor de servicios. Puede ser convocado a licitación o 
no. Yo era titular de esa empresa en esa época, hace más de veinte años. Lo más probable es que 
haya sido una licitación; siempre empieza en esa forma. No recuerdo bien”. Y prosigue: “Lo que hacen 
los organismos son pedidos de precios; la licitación es cuando pasa cierto monto”. En fojas 328 se lee: 
“Pregunta: ¿Quién se comunicaba con usted para pedir esas cotizaciones? Contesta: Generalmente 
vía fax, firmada por el Gerente o Subgerente de Locomoción. En los trabajos de mecánica es muy 
difícil que el mecánico pueda dar un presupuesto sin previo desarme. Si no era vía fax, llegaba el 
vehículo directamente al taller; lo traen los choferes o encargados de llevar y traer los vehículos a 
talleres, que son incluso los que cuando uno desarma van a ver luego. Uno se comunicaba con la 
Gerencia y ésta podía autorizar el desarme o realizar la reparación, previa orden de trabajo, porque sin 
ella uno no cobra, porque en la factura se tiene que poner el número de orden de trabajo”. En fojas 329 
se lee: “¿Usted dijo que siempre le pedía presupuesto? Contesta: A veces, no; a veces, mandaban 
trabajo directamente. Siempre eran el señor Torres o la señora De Clerck. Ellos mandaban muchas 
circulares a los talleres para que no se aceptara ninguna factura que no fuese emitida por orden de 
ellos. La mayoría de las veces sucede con los vehículos de los Directores; llega el vehículo y se realiza 
la reparación. Siempre son cosas establecidas, previa comunicación con la Gerencia. Durante el 
período actual también se trabaja de esta forma. Yo llegué a atender autos del Presidente, y venían y 
había que hacer un servicio que, por lógica, no podía pasar de determinado límite”. 


Voy a pasar ahora a las declaraciones de Winston Torres, ex Gerente de Locomoción. 


Consideramos de mucha importancia las declaraciones del entonces Gerente de Locomoción, 
Winston Torres, de donde surge claramente que la única intervención del Directorio de OSE era 
aprobar un crédito anual. 


Antes de pasar al detalle, quiero decir que no hay otra forma que la que practicaba el 
Directorio que yo integré, el que integró Rodríguez Landoni y el del actual Presidente. Pregunta: Detalle 
cómo era el procedimiento en materia de reparación de vehículos oficiales. Contesta: Eso se pedía un 
crédito anual al Directorio. Ese era el dinero que teníamos para todo el año. Las reparaciones, había un 
jefe de reparaciones, Pedro Rodríguez, que determinaba las roturas, o el mismo camionero o el chofer. 
Venían y me decían y la orden de mantenimiento era firmada por mí o por el Jefe de Mantenimiento. 


Declaraciones de Rubén Edgardo Aguilar Ventura, Capataz Mecánico. Entendemos que las 
declaraciones del Capataz Mecánico, Rubén Edgardo Aguilar Ventura son importantes, ya que 
aseguran que no había preferencia por ningún taller, señalando a Fojas 369: Pregunta: ¿A qué talleres 
iba? Contesta: De acuerdo al ramo de cada taller. Por ejemplo, mecánica y alineación, depende de lo 
que tuviera el vehículo. No había preferencias de taller. Yo no sé de que hubiese preferencia por algún 
taller. 


Declaraciones de Alicia De Clerck, Subgerente de Servicios Generales. 


Por su parte, el Subgerente de Locomoción también dejó en claro en sus declaraciones a la 
Sede Penal, que el actual Directorio sigue trabajando de la misma manera y que la locomoción de OSE 
se repara en el taller “Puerta Grande” desde hace más de veinte años, manifestando a Fojas 408 sobre 


por qué no se hacían licitaciones por las reparaciones. Contesta: Yo intenté realizar licitaciones cuando 
llegué, pero es muy difícil. Incluso la nueva Directiva sigue trabajando de la misma manera. 


Foja 409. Pregunta: ¿Por qué los coches iban siempre a “Puerta Grande”? Contesta: en los 
últimos 25 años los coches siempre fueron a “Puerta Grande” por la cercanía de la Central y por 
confidencialidad. 


Declaración de Abel Pinto, chofer de Granucci. Denunciamos en este momento que con total 
mala fe, tanto el Fiscal como el Juez actuante omitieron tomar declaraciones a los choferes de los 
Directores, salvo al del Vicepresidente, Abel Pinto, quien expresó a Foja 440: El Gerente y la 
Subgerente fueron quienes me dieron la orden de llevarlos a “Puerta Grande”, por lo que con esta 
declaración y cuando declaren todos los choferes va a quedar bien en claro que nunca un Director 
dispuso que el vehículo asignado a su despacho fuera a un taller determinado. 


Declaraciones del funcionario Pedro Jacinto Rodríguez Acosta, Jefe de Mantenimiento de 
Flota. Dentro de la gran cantidad de declaraciones que han sido ignoradas por los encargados de 
impartir justicia, solicito que se tengan en cuenta las declaraciones del Jefe de Flota, quien deja en 
claro que el taller “Puerta Grande” es especialista en los coches Toyota, señalado a Fojas 458. Quiere 
decir que el señor Rodríguez deja bien en claro que el taller “Puerta Grande” es especialista en los 
coches Toyota, es decir, en los 3 coches que tienen los Directores. Pregunta: ¿Cómo era la selección 
del taller cuando se enviaban los vehículos? Contesta: La selección principalmente de los autos del 
Directorio, ya que eran Toyota Corolla, se comunicaba directamente a la Gerencia; cuando era 
mecánica iban directamente a “Puerta Grande”; alineación, al alineador Iglesias; luces, iban a Pedreira 
o Alfiero (?), que eran de electricidad, y neumáticos a RASA. 


Esto es muy importante, porque aquí el Jefe de Flota Oficial manifiesta que los autos de los 
miembros de los Directorios, por ser de la marca Toyota, iban a “Puerta Grande” taller especializado en 
Toyota. Lo notable de esto es que, en mi caso, a pocos días de haber asumido, mandé el auto Toyota 
asignado personalmente a que lo estacionaran en el garage porque no lo iba a usar ya que consumía 
mucha nafta y era suntuoso. Tal cosa la hice por orden escrita, cuya copia entrego a los integrantes de 
esta Comisión y solicito al doctor Daniel Martínez que le dé lectura. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Esta carta está remitida también en la copia que les dimos, es del 20 de mayo de 
2002 y está dirigida por el Senador Amaro al señor Gerente de Servicios Generales, Winston Torres. La 
misma dice: “Por orden verbal del Sr. Presidente y por este intermedio se le entrega a Ud. el Vehículo 
Oficial marca Toyota para ser dado de baja de la nómina de esta Presidencia y juegos de chapas 
número (466) para ser depositadas en su poder según medidas de reducción de coches Oficiales 
tomadas por el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, dejamos constancia que el único vehículo Oficial que 
cuenta la Presidencia del Organismo es el WGol, matrícula N* 637. 


Sin otro motivo saluda muy atte 
Rubén Colombo 
Secretaría Presidencia OSE 
Winston Torres Gerente Dpto. Serv.Grales 
Recibida el 20 de mayo de 2002”. 


SEÑOR AMARO.- Quiero aclarar que yo no estoy en contra de los que usan los autos; no están 
cometiendo ninguna falta porque están autorizados a tener coche oficial el Presidente, el 
Vicepresidente, el Director y el Secretarios General. Como en ese momento el Secretarios General 
ganaba prácticamente el doble que los Directores, le prohibí el auto oficial, y compartía el Gol del año 
1996 conmigo, que lo utilizaba para llevar a los Secretarioss en las giras que yo hacía. Esa era la 
misión y lo digo por primera vez. Son cosas que vienen con cada uno, que hace lo que le parece. Yo 
hice lo mismo que hice toda la vida como Intendente, que solamente usaba el auto para ir a los 
Congresos de larga distancia, pero nunca para andar en la ciudad o en la recorrida de los pueblos de 
mi departamento. 


Declaraciones de José Miguel Toledo Álvez. También entiendo que las declaraciones del 
funcionario de locomoción José Miguel Toledo Álvez dejan claro quién era el encargado de enviar los 
vehículos a reparar, señalado a fojas 489. Pregunta: ¿Cuál era el procedimiento de selección de 
talleres y quién lo hacía? Contesta: Estoy seguro que la decisión era totalmente de Winston Torres. 
Winston Torres llamaba telefónicamente al taller y mandaba el vehículo. 


Respecto a este tema de la locomoción, sólo me resta señalar que tuve que agregar lo que 
surge de declaraciones del expediente penal, ya que con total mala fe las mismas fueron desconocidas 
tanto por el Fiscal como por el Juez actuante, lo que marca la total parcialidad con la que se ha tratado 
este tema. 


Lo único que me falta agregar respecto a locomoción es que quiero pensar que el señor Juez 
y el señor Fiscal han tenido todos los antecedentes, porque resulta insoportable que me hayan hecho 
61 preguntas -no una- las haya contestado todas con gusto y después no aparezcan en el legajo que le 
presentan a los señores Senadores. Parece que es algo que está fuera de toda discusión. 


SEÑOR ABDALA.- No entendí bien al señor Senador Amaro, por lo que quiero una aclaración. ¿El 
señor Senador está diciendo que la declaración a la que hizo referencia no nos vino a nosotros en el 
legajo? 


SEÑOR AMARO..- La declaración y la prueba. 
SEÑOR ABDALA.- No vino tampoco la prueba. 
SEÑOR AMARO.- Las pruebas no vinieron, lo otro no lo puedo dar; discúlpeme. 


SEÑORA PERCOVICH.- Antes de pasar al otro Capítulo, quisiera realizar dos preguntas al señor 
Senador Amaro que tienen que ver con lo que hemos leído de las imputaciones y de cuando él relata 
su decisión de no usar más el coche oficial. ¿Usan los vales de nafta? ¿Hasta qué fecha se usaron, fue 
hasta el final, es decir, hasta su retiro? 


SEÑOR AMARO.- Es muy buena la pregunta, porque me da la oportunidad de decir que jamás usé un 
vale de nafta oficial. Además, quiero aclarar que el coche “Gol” que usaba tenía el sistema “convec”. Yo 
no administré ni firmé ningún tipo de vale y nunca tuve en la mano un vale oficial de combustible. 


SEÑORA PERCOVICH.- El uso del coche particular sin los vales de nafta ¿fue hasta el final del 
período, es decir, hasta octubre de 2003? 


SEÑOR AMARO.- No; además, creo que todos los Directores pusieron el sistema “convec”. 


Me da la oportunidad de aclarar que mi auto -ahora estacionado en la explanada- es un 
modelo viejo del año 1994, por lo que a veces se rompe y en esas oportunidades el Director Casas me 
llevaba en su auto; en otros casos sucedía al revés y era yo quien lo llevaba en las giras. 


SEÑOR KORZENIAK.- Preguntaría nuevamente -aunque lo tengo claro- si la afirmación que hizo el 
señor Senador Amaro es que las pruebas referidas a esas declaraciones no fueron enviadas en el 
material. 


SEÑOR AMARO..- La pregunta y la respuesta, si las dije, las dije mal. 
SEÑOR KORZENIAK..- Vinieron. 
SEÑOR AMARO. Si, vinieron. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero aclarar, simplemente, la información que dio el señor Presidente al 
comenzar hoy la sesión. Esta Comisión resolvió que los documentos que el Juez dice en el propio 
oficio que quedaron allá, están a disposición de los Legisladores; lo que ocurre es que son 30.000 
hojas según nos informó la Secretaría a través de una nota que envió a la Comisión cuando se puso en 


comunicación con el Juzgado. Pero el Juez anunció que tiene todo a disposición de los señores 
Senadores. Repito que la información de que son 30.000 hojas la dio la Secretaría. 


Quería dejar esto bien claro. 


SEÑOR AMARO.- Agradezco la información, pero nadie puede pensar que los señores Senadores van 
a ir a buscar esta documentación. 


Voy a contar lo que le sucedió a uno de mis asesores, aquí presente, que casi queda preso. 
El pidió el expediente que le faltaba -se lo dieron de muy buena manera- sacó la fotocopia y cuando lo 
devolvió -es un expediente que está cosido- el funcionario del Juzgado le dijo que no se podía retirar 
porque faltaban dos fojas. Contaron de vuelta y en vez de dos, faltaban diez fojas. Le dijeron que iban 
a hacer una observación que podía terminar en un procesamiento, pero cuando contaron por tercera 
vez, aparecieron todas las fojas y el tema quedó terminado. Quiero decir que no es nada fácil sacar el 
expediente del Juzgado como tampoco es nada fácil coserlo. Yo lo vi, lo tuve en mis manos y está en 
nuestro poder, pero creo que eran 53 las fundamentales por las que podía ir preso. 


SEÑOR MOREIRA.- Me surge también una duda, porque recuerdo que en una sesión el Senado, el 
señor Senador Amaro hizo una exposición en la hora previa, respecto a que faltaban algunos 
elementos del expediente, que eran importantes para la consideración del fondo del asunto. Entonces, 
me gustaría que el señor Senador Amaro nos guiara en cuanto a cuáles son y dónde están esos 
elementos. 


SEÑOR AMARO.- Son los que estamos dando cuenta, que son fundamentales. A mí, el Directorio de 
OSE por desinformación o por lo que sea, me acusa, y yo respondí la acusación mostrando estos 
elementos. ¿Qué hace, hoy, el Directorio de OSE? Lo que yo hacía. 


SEÑOR MOREIRA.- No son elementos que estén contenidos en el expediente, sino elementos nuevos. 
SEÑOR AMARO..- No, son elementos que están en el expediente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto al tema de los documentos que no están contenidos en lo que 
enviara el Juzgado, por un lado, resolvimos enviar una nota a la Suprema Corte de Justicia y al Juez, 
pidiendo que se habilitara que funcionarios del Senado pudieran obtener copia de ese material. Como 
se nos informó que el mismo ocupa prácticamente una habitación, y es bastante difícil proceder a 
fotocopiar todo, instruimos a la Secretaría del Senado para que cuando tuviera a disposición el material 
correspondiente, en primer lugar, tomara contacto con el señor Senador Amaro para que nos indicara 
cuál es el material importante que está faltando, para empezar por ése. Después, también le 
encomendamos a la Secretaría que estuviera atenta a lo que pidan los señores Senadores y que no 
necesariamente se procediera al fotocopiado de las 30.000 fojas, porque nos parecía absurdo. Eso es 
lo que se está actuando en este momento. 


SEÑOR ABDALA.- El doctor Pereira, al principio de su alocución en relación a algunos de los temas, 
decía que la defensa no tuvo la posibilidad de hacer ningún tipo de citación para esclarecer algunos 
puntos. ¿Eso también hubiera cabido para este capítulo de locomoción? 


SEÑOR PEREIRA.- Es evidente que cada uno de los indagados en este caso, en su momento ofreció 
prueba y solicitó que se diligenciara, pero el Juez, violando el artículo 113 del Código del Proceso 
Penal -que establece esa posibilidad como un derecho del indagado- no hizo lugar a la prueba y 
directamente dictó los procesamientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿terminamos con el capítulo de locomoción, señor Senador Amaro? 
SEÑOR AMARO..- Yo terminé. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasaríamos ahora al tema de los fondos permanentes. 


SEÑOR AMARO.- El fondo permanente es algo que tengo que explicar muy bien y no es algo diferente 
a lo que están haciendo los demás organismos del Estado, porque los fondos se tienen que utilizar 


siempre; en este caso, para la realización de una infraestructura de agua, saneamiento y otras, en 
beneficio de clubes deportivos, sociales, entidades sin fines de lucro, en general. 


El artículo 3% de la Ley Orgánica de OSE, N* 11.907, de 19 de diciembre de 1952, establece 
textualmente: “La prestación del servicio de obras sanitarias, y los cometidos del Organismo, deberán 
hacerse con una orientación fundamentalmente higiénica, anteponiéndose las razones de orden social 
a las de orden económico”. Como las interpretaciones de los textos legales pueden ser variadas 
conviene, para respaldar la interpretación lógico sistemática que pueda hacerse de las palabras con 
que está expresada la norma, acudir a la historia fidedigna de la sanción de la ley. 


El Mensaje que enviara el Poder Ejecutivo de la época, con fecha 2 de mayo de 1950, a la 
Asamblea General a propósito del proyecto de ley de creación de OSE, decía textualmente: “Pero en 
este caso, el de OSE, el Poder Ejecutivo considera que no es éste un Oganismo más de carácter 
industrial o comercial” -es lo que comentábamos anteriormente en cuanto a que UTE y ANCAP son 
Organismos monopólicos industriales y comerciales mientras que OSE tiene una categoría social dada 
por su propia Ley Orgánica- “sino que debe ser conceptuado como un servicio público de higiene, de 
cometido eminentemente social. Quiere decir que no se trata de la administración de un patrimonio del 
que sea lógico obtener lucro o aumentar las riquezas del Estado, sino que su finalidad es cumplir 
funciones primordiales para la colectividad. ¿Cuál es? Tanto el suministro de agua potable como la red 
de alcantarillado que requiere una permanente atención y una definida orientación del Gobierno”. Esta 
cita corresponde a la página 782 del Diario de Sesiones de la Cámara de Representantes, N* 13.671 
de 15 de abril de 1952. 


Más adelante, por si esto no estuviese claro, el Mensaje expresa en forma contundente: 
“Obras Sanitarias del Estado ha de actuar no con el celo industrialista o comercial, no con el interés de 
aumentar el patrimonio financiero del Estado o de ostentar un balance floreciente, sino con la atención 
puesta en el cumplimiento de la misión fundamental de impulsar los servicios de agua y saneamiento 
en todos los rincones del país, a sabiendas que en la mayor parte de los casos han de ser prestados a 
pérdida pero contribuyendo, en cambio, a asegurar la higiene y salud de la población”. Creo que en 
este caso huelgan los comentarios. 


B) Opiniones vertidas en Sala por Diputados haciendo referencia a los fines sociales de OSE. 
Se pregunta el Diputado Aldo Ciasullo, Miembro Informante de la Cámara de Representantes a 
propósito de este proyecto de ley en la sesión de mayo de 1952 lo siguiente: “Podríamos decir que al 
dar agua corriente, agua potable, a las localidades pobladas, o servicio de alcantarillado, ¿constituye 
una expresión de comercio?, ¿constituye una expresión de industria? Evidentemente, no. 
Evidentemente que constituye una función sanitaria de asistencia o de higiene social, una función que 
está directamente relacionada con la salud pública. O sea que este Oganismo, justamente, ha de 
realizar un servicio no donde está seguro de obtener ganancia sino, incluso, donde está seguro de que 
va a obtener ingentes pérdidas, pero donde el servicio es absolutamente imprescindible porque es 
necesario para la salud, la higiene colectiva, dar agua potable u ofrecer el servicio de alcantarillado”. 
Esta constancia figura en la página 47, del digesto N* 13.696 del 6 de mayo de 1952. 


Les puedo decir que el Directorio que integré, como también el actual, si va a un cantegril y 
ve que la gente está tomando agua de una cachimba o de un arroyito que tiene al lado -como los hay- 
no puede titubear en la gestión, sino que tiene que colocarle el agua porque ese es el mandato que 
recibimos de nuestros mayores, de quienes crearon la OSE. Se trata de un Oganismo social que tiene 
que velar por la salud pública de la gente. 


Y si esto fuera poco, la posición del Diputado Terra Arocena, de la Unión Cívica, era similar 
ya que expresaba: “Apoyamos entonces la nacionalización de las aguas corrientes, considerando que 
el servicio de saneamiento y agua potable no es una industria para el lucro y que tiene bien marcadas 
sus características de ser un servicio público indispensable, que afecta la salud de la población”. 


De lo expuesto podemos concluir que si bien la administración del servicio descentralizado 
debe tratar de tener un equilibrio presupuestal, no debe por ello soslayar el cumplimiento de los fines 
sociales. Al respecto, es conveniente señalar que en el período 2001-2005 -yo estuve en el período 
2001-2003- en ningún Ejercicio la OSE experimentó déficit presupuestal, sino pequeños superávit en 
cada Ejercicio. 


Las obras de los clubes deportivos y sociales, ONG, entidades sin fines de lucro en general, 
se hicieron en el entendido de que a esos centros concurrían personas de sectores sociales que 
practicaban actividades deportivas, sociales o culturales y que procedían de zonas carenciadas. 


¿Cuántos niños y adolescentes practicaban deportes en esos clubes y ni siquiera tenían baños o 
comodidades para la higiene individual en sus propias casas? Sin embargo, la cobertura de OSE no 
puede darse a través de la obra social, en los clubes, ONG y centros que realizan actividades sin fines 
de lucro. ¿Cuántas hepatitis o enfermedades hídricas se evitan con estas obras? Esta clase de obras 
que se realizaron y que no son muchas -ojalá pudieran haber sido más- se llevaron adelante, 
precisamente, anteponiendo la razón social e higiénico-sanitaria a la económica, tal como lo preceptúa 
el artículo 3 de la Ley N* 11.907. Y eso puede constituir un delito. Hacer lo que el sentido común indica 
a favor de las personas más débiles en nuestra sociedad, amparados en disposiciones legales, ¿puede 
ser un delito de abuso de funciones? Realmente estamos en las antípodas de los piensan que servir, 
ayudar, favorecer a los sectores más desprotegidos de la sociedad, acercándoles los servicios de agua 
y saneamiento, puede ser una acción negativa de un gobernante que debe ser denunciada 
penalmente. 


Por último, pongo en conocimiento de la Comisión una cantidad de resoluciones de 
donaciones a instituciones sociales sin fines de lucro que vienen realizando las actuales autoridades de 
OSE y ANCAP, las que son innumerables y que por su gran cantidad, elegimos agregar algunas de 
ellas como muestra de que se sigue actuando de la misma manera. Y yo los felicito. 


También pongo en conocimiento de los miembros de la Comisión, notas del Club River Plate 
de Florida y del Club Atlético Florida -que por estos clubes me costó el procesamiento con prisión- 
donde ambas instituciones dejan en claro que las obras y los aportes fueron hechos por otros 
Directorios. O sea, que se pide mi procesamiento por obras que se hicieron cuando yo ya no integraba 
el Organismo de OSE. 


Esas obras fueron bien hechas, pero lamentablemente no fueron hechas por mí, de lo que 
dejo constancia, porque muestra claramente la falta de estudio y el manoseo que se ha hecho por 
parte del Fiscal actuante. 


A continuación, solicito al señor Martínez que dé lectura de las notas de River Plate. 


SEÑOR MARTINEZ.- Cabe señalar que las copias son de variado tenor y tienen que ver con varios 
puntos que el señor Senador Amaro acaba de tratar. 


Lo más importante aquí es que una de las acusaciones del delito de abuso de funciones es 
haber usado determinado dinero para una cosa que era, supuestamente, distinta; en realidad se 
trataría, básicamente, de dos cosas, una de las cuales es una donación al Club Atlético River Plate, 
que se le imputa a Amaro cuando él ya no estaba; esta es la primera carta, que encabeza la copia y 
que los señores Senadores pueden leer. 


Aquí queremos resaltar la firma del Presidente, quien sucintamente plantea que ante 
versiones de prensa sobre información nacional y departamental que hacen referencia a esas 
supuestas donaciones, se quiere dejar bien en claro “que la colaboración en nuestro campo deportivo 
consistió en la donación de algunos materiales (Pórtland, arena y bloques) para la construcción de 
vestuarios y baños, la cual se efectivizó luego de la visita del entonces Presidente del Organismo 
OSE” 


SEÑOR AMARO..- Solicito que se agregue el Acta. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Precisamente, se trata del Acta del Club River Plate que, obviamente, es previa; 
allí se aclara quién fue el Presidente 


Concretamente, se dice: “Florida, 22 de marzo de 2004.” “El Sr. Presidente” -del Club River 
Plate- “brinda un informe con relación a la visita del Sr. Carlos Rodríguez Landoni y demás integrantes 
del Directorio de OSE a la cancha. El compromiso de este organismo a colaborar con materiales para 
baños y vestuarios, así como conectar el saneamiento en nuestro escenario deportivo”. 


O sea que la acusación de donar dinero, hecha a Amaro, no corresponde, porque él ya no 
estaba, como lo dice el propio Club River Plate en su Acta del 22 de marzo de 2004, donde figura el 
Presidente Rodríguez Landoni. 


Por otro lado, tenemos una carta dirigida al Presidente Carlos Rodríguez Landoni, fechada el 
19 de enero de 2004, donde el Presidente del Club Atlético Florida, luego de saludarle, comienza 
diciendo: “Esta Institución tiene sus instalaciones -Estadio de fútbol, cancha de baby fútbol, cuatro 
vestuarios, salón multiuso, sede social”, etcétera. 


Más adelante señala: “Una carencia fundamental, es la falta de saneamiento en nuestras 
instalaciones a las que concurren diariamente gran cantidad de niños y jóvenes. Es por ello, que en la 
oportunidad nos permitimos solicitar a usted, gestionar la conexión del saneamiento correspondiente. 


Además, queremos expresar nuestra intención de contar con un pozo semisurgente para 
utilizar en el riego de nuestras canchas. Por esta razón, también solicitamos a usted, gestionar la 
posibilidad de construir un pozo de esas características. 


Desde ya, quedamos muy agradecidos por toda la atención a prestar a estas solicitudes, 
confiados en obtener vuestra favorable respuesta. 


Sin más, saludan al señor Presidente con su consideración más distinguida.” 


Esto es importante porque por allí hay una acusación del Fiscal que, en realidad, tampoco 
sería con relación al ex Presidente de OSE, Juan Justo Amaro, en ese momento, porque como se 
observa se trata de un pedido fechado el 19 de enero de 2004 y la renuncia de Amaro fue en octubre 
de 2003; así que, en definitiva, no tiene relación con él. 


SEÑOR AMARO.- Lo único que quiero agregar es que el doctor Casas también sufre las mismas 
imputaciones que yo, con relación a obras que él no hizo. Aclaro que me refiero a lo que el Fiscal 
tipifica como obras totalmente fuera de lugar y por ello nos acusa. No leyó el expediente, porque en 
cualquier declaración que hace cualquier ciudadano uruguayo que trabaja, la primera pregunta es: ¿de 
qué fecha a qué fecha desempeñó su cargo? Entonces uno contesta: “del 2001 al 28 de octubre de 
2003”. Y esto fue hecho en el 2004. 


En fin, con relación al tema de los fondos permanentes, no tengo más nada qué decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí se repartieron fotocopias de resoluciones de ANCAP disponiendo 
colaboraciones y donaciones en dinero, pero no sé si se está refiriendo a eso. 


SEÑOR AMARO.- Se me acusa por 10 bolsas de Pórtland, y ese asunto lo voy aclarar junto con lo del 
caballo. Voy a leer la resolución: “Conceder de la Federación de ANCAP como colaboración del 
organismo, la suma de $ 50.000”. ¿Para qué? “Para hacer esculturas destinadas a realizar un 
mural que será pintado en la parte exterior del muro del depósito de materiales en uso en la planta de 
La Teja, con frente al barrio 7 de Diciembre”. Creo que esto está muy bien. Luego dice: “Vista la nota 
del 17 de noviembre del 2006 presentada por la Cámara de Representantes, solicitando el auspicio 
publicitario para la promoción de los festejos del Día del Candombe, de la cultura uruguaya y la 
equidad racial, que se lleva a cabo el 3 de diciembre” ... 


Si los señores Senadores lo desean daré lectura a las donaciones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es necesario, están en las fotocopias que nos han proporcionado. 


Para terminar de aclarar este tema, quisiera hacer una pregunta. Usted sostiene que el Fiscal 
y el Juez piden su procesamiento acusándolo del delito de abuso de funciones por dos donaciones - 
una al Club Atlético River Plate y otra al Club Atlético Florida- que no se hicieron durante su 
Administración. Eso es lo que usted pretende demostrar. 


SEÑOR KORZENIAK.- Con el ánimo de colaborar y de acuerdo con lo que he leído, creo que lo que el 
Juez da cuenta es que el Fiscal le pide al Juez que procese por tal razón. Pero no he visto ninguna 
decisión judicial que diga “lo procesó”. Por lo tanto, me parece que no es bueno que la Comisión, 
hasta por razones técnicas, diga eso. Esto es lo que vi en el oficio. 


SEÑOR MARTINEZ.- La vista Fiscal del pedido de procesamiento refiere específicamente a 
imputaciones de ese tipo. Sería el pedido de procesamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me expresé mal. El señor Senador Amaro nos dice que con respecto al 
pedido de procesamiento que realiza el señor Fiscal, uno de ellos está referido al delito de abuso de 
funciones por donaciones al Club Atlético River Plate y al Club Atlético Florida que, según él, no fueron 
realizadas durante su Administración. Obviamente que aquí no hay ningún pedido de procesamiento 
del Juez porque no hay pronunciamiento en ese sentido. 


SEÑOR MARTINEZ.- Quiero hacer una pequeña aclaración. El remitido de las copias donde hay, a 
título de ejemplo, resoluciones del Directorio actual de ANCAP y otras, se refieren precisamente a 
donaciones de similar contenido social. 


No solamente la acusación refiere a una época en que el señor Senador Amaro no estaba, 
sino que además se dice que es una práctica común que los Organismos del Estado, también, de 
alguna manera apoyen a instituciones sociales sin fines de lucro, canchas de baby fútbol, etcétera. 
Agregamos copias de Organismos que actualmente proceden de la misma manera. Por lo tanto, esa es 
la referencia al abuso de funciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Con esto terminamos con el tema de los fondos permanentes, señor 
Senador? 


SEÑOR AMARO.- Queda solamente el tema del caballo. Para que todo esto no sea tragedia, de a 
caballo se hizo la patria. Estamos de acuerdo. Aquí consigo unanimidad. Va a ser una sorpresa lo que 
voy a decir, ¿no? 


¿De quién fue la iniciativa? El monumento al caballo fue una iniciativa del Club “12 de 
Octubre” de Sarandí Grande, institución pionera del raid hípico en el Uruguay. Esa solicitud me fue 
planteada por escrito en setiembre de 2003 en las postrimerías de mi gestión. Además, en la solicitud 
de apoyo también intervino la gente vinculada a los raid y el escultor José Moreira, quien tenía un 
proyecto para consolidar a Sarandí como la capital del raid hípico, siendo mi actuación la de pasar el 
tema a los Servicios, ya que renuncié al Organismo treinta días después. Por lo tanto, mi actuación en 
el tema del caballo, para sorpresa de muchos, fue exclusivamente tomar la nota y pasarla a los 
Servicios para que informaran. Después lo reconocen, cuando el propio Directorio actual saca una 
resolución para instruir el sumario correspondiente porque entienden que esto estaba mal hecho. En 
esa ciudad, las competencias hípicas son tradicionales y tienen una gran repercusión social y 
económica en la zona y en el departamento. La prueba está que el actual Directorio de ANTEL ha 
colocado, precisamente, en los accesos principales de la ciudad un enorme aviso publicitario, donde se 
expresa que Sarandí es la capital del raid hípico. Desde el punto de vista arquitectónico, el proyecto 
consistía en la realización de una plaza con la escultura de un caballo en el centro. ¿Quiénes aportaron 
para el monumento al caballo? AFE, por ejemplo, aportó terreno para la plaza. La pobre AFE donó el 
mejor terreno -esto es importante- en la esquina principal de Sarandí, esquina cruzada con el “12 de 
Octubre”. La Intendencia de Florida, en mi concepto con muy buen criterio, hizo una inversión muy 
importante para levantar una plaza pública en el lugar. Otros Entes del Estado, como UTE, por ejemplo, 
donaron dinero en efectivo. Personas y empresas privadas ayudaron de la misma forma y OSE decidió 
aportar materiales y mano de obra, debiendo señalar que a ningún jerarca en posteriores 
Administraciones se le ocurrió tratar estos aportes como hechos presuntamente delictivos, salvo la 
excepción de los actuales Directores de OSE. 


Como ya lo dije, la obra se concretó luego de mi renuncia al Organismo, pero tengo 
conocimiento de que el Directorio en gestión no quiso hacer aportes en dinero, accediendo a ayudar 
con aproximadamente 10 bolsas de portland y mano de obra, porque según tengo entendido, era lo 
que resultaba más conveniente. 


El escultor de este monumento también manifiesta que agrega una carta destinada a 
conocimiento del señor Juez en la que deja en claro cómo concretó el sueño de esta magnífica obra y 
también adjunta varias fotos de la obra. Fijense los señores Senadores que el Juez recibió una nota del 
mismo escultor pero, tal como parece, no la leyó porque la acusación que se nos hace de tipificación 
de abuso de funciones con prisión la hace en vista de 10 bolsas de Pórtland y $ 67.000 de viáticos. 


El doctor Martínez tiene en su poder la carta que envió el escultor, y es bueno que pongan 
atención en ella, porque allí se dice toda la verdad, mucho mejor de lo que yo lo hice porque, 
lógicamente, fue el autor de la escultura. 


SEÑOR MARTINEZ.- Esta copia los señores Senadores también la tienen en su poder y es la que está 
dirigida al señor Juez Letrado de 17* Turno, con fecha 15 de marzo de 2006. 


El señor Moreira, artista y escultor de la obra, básicamente manifiesta: “Como artista y 
escultor de la obra del Monumento al Caballo que realicé en la ciudad de Sarandí Grande y 
encontrándome sorprendido por las repercusiones que la misma ha tenido en la prensa e incluso a 
nivel judicial, quiero hacerle llegar algunas informaciones que considero importantes estén en su 
conocimiento. 


1)- Que me llama la atención que como autor material de la obra nunca fui invitado a declarar 
por las autoridades del organismo OSE, considerando que podría aportar importantes datos al respecto 
de la misma, por lo que hago llegar por la presente algunas puntualizaciones. 


2) Que la iniciativa de esta obra fue del suscrito quien se presentó ante la Directiva del 
Centro Social '12 de Octubre”, quienes hicieron suya la idea y salieron a conseguir apoyos para poder 
concretarla. Este Club Social se debe tener en cuenta que es el pionero de los Raid Hípicos en el 
Uruguay y que en Sarandí tuvo lugar el acontecimiento histórico de la Batalla de Sarandí, de donde 
surge la frase 'A caballo se hizo la Patria”. 


3) Que las instituciones que realizaron aportes públicos fueron AFE que dio el terreno donde 
se encuentra la obra, la Intendencia Municipal de Florida que construyó la Plaza, OSE que aportó 
Pórtland y mano de obra, UTE que aportó $ 5.000 y me consta que son casi todas las instituciones 
públicas que en la historia de los Raid han aportado dinero para premios. 


4) Que por concepto de mano de obra no creo que se puedan haber gastado $ 67.000, como 
he visto publicado, ya que las horas que trabajaron en la obra fueron muy pocas y puedo señalar que 
en esos días estuvieron trabajando en obras para el organismo que se estaban realizando en la ciudad 
de Sarandí Grande, en la ciudad de Durazno y en Villa Carmen, de ahí, supongo, puede surgir la 
confusión de imputar a la obra del Monumento al Caballo el total de la partida de viáticos señalados, 
cuando eso no fue así. 


5) Que particulares aportaron recursos económicos para cubrir gastos de traslado para 
concurrir a audiencias en Montevideo, las placas de marmolería, las llamadas telefónicas y las 
herramientas de mano, el traslado de la obra que costó U$S 600. 


6) Que el texto que luce en las placas de reconocimiento fue definido por el suscrito e incluso 
cometí el error de poner al ex presidente Juan Justo Amaro como presidente en el año 2004 cuando 
había renunciado en el 2003, con lo que busqué una forma de agradecimiento a autoridades públicas y 
ciudadanos que con su apoyo hicieron posible la concreción de esta obra. 


7) Que me siento orgulloso por haber concretado esta obra y que me resulta penoso que se 
trate de ridiculizar a quienes apoyaron este emprendimiento siendo auspiciantes, a los que siempre 
publicitamos, porque nos posibilitaron a mí como escultor y al Centro Social “12 de Octubre”, la 
concreción de una obra que nos llevó más de un año de trabajo. 


8) Que presencié con mi familia el parque escultórico en la reserva de Flora y Fauna “Dr. 
Rodolfo Talice en el departamento de Flores y vi con sumo placer cómo ANCAP donó 50 bolsas de 
Pórtland para que realicen dichas esculturas, lo que es normal y necesario que el Estado apoye, y por 
suerte en la actualidad lo sigue haciendo”. 


Se remite -eso está agregado ahí- un Acta del Directorio actual de ANCAP, haciendo una 
donación de 50 bolsas de Pórtland a dicho Centro en la Intendencia Municipal de Flores. 


SEÑOR AMARO.- Terminé con mi exposición. Ahora quisiera pasar a las conclusiones. Les agradezco 
porque me han permitido avanzar. 


“Como conclusión de mi exposición ante esta Comisión quiero dejar bien en claro que no 
solamente no he metido la mano en la lata, sino que tampoco he metido la pata en los temas en que he 
sido acusado por el Fiscal actuante y también, como surge del propio expediente no existe una sola 
acusación en la cual se hable de beneficio económico, enriquecimiento ilícito o de cualquier otra figura 
delictiva por la cual pudiera haber recibido algún beneficio de dinero. 


Para ser más claro, ni siquiera el Fiscal o el Juez requirieron ante la Junta Asesora en Materia 
Económico Financiera mi declaración jurada de bienes e ingresos, en la que queda claro que desde 
que ingresé a la Presidencia de OSE no aumenté mi patrimonio. 


¿Saben lo que me pasó? Como no podía pagar la cuota del Banco Hipotecario porque 
ganaba $ 32.000 -el día que me denuncien por los viáticos gerenciales van a tener la mejor respuesta 
del mundo, pero perdonen, no la puedo adelantar- tuve que vender mi casa en Manzini y Luis Alberto 
de Herrera; una casa que tenía garaje. Esa casa la compró mi señora por el Banco Hipotecario, porque 
era ahorrista, pero yo no tenía casa en Montevideo. Soy un viejo Diputado del año 1968 y como en esa 
época daban un crédito, compré un apartamento arriba de AGA con una vista a la bahía fenomenal; me 
sentía rico, pero eso me duró tres meses, porque vino la dictadura y como era vecino de Rapela tuve 
que venderlo porque no me dejaban entrar a mi casa pidiéndome documentos. Trabajaba de mozo de 
bar en Maldonado y Yí y el “Bebe” Fernández, el escribano, me dio $ 3:000.000, así como también al 
SubSecretarios de Cultura, Víctor Cortazzo, y al SubSecretarios de Obras Públicas, que había sido 
Intendente de Rocha, y con eso pusimos un bar y nos ganábamos honradamente la vida. Le decían 
“Parlamento chico” y recuerdo que iba Lágrima Ríos -¡qué personaje!, tiemblo cada vez que la nombro- 
y cantaba. A eso de las doce hacían la rueda con los hermanos Bonasorte que tenían la peluquería; 
nos juntábamos a esa hora y tomábamos alguna cervecita. Como cantaba Lágrima Ríos, a mí me 
llevaron preso y puedo decir que la noche que pasé en Inteligencia no se la deseo a nadie. No la 
quiero recordar, pero Di Candia hizo un reportaje y está en Búsqueda. 


No puedo terminar mis palabras sin señalar algunos errores u horrores cometidos tanto por el 
Fiscal como por el Juez, quienes tipifican un delito de fraude en reiteración real sin tener 
absolutamente ninguna prueba que vincule a quien habla, no existiendo un solo documento de 
autorización para el cobro de un viático que fuera firmado por mí. La grave equivocación del Fiscal 
actuante queda claramente demostrada en reiteradas oportunidades, pero una de las más claras y 
evidentes es cuando en el tema de locomoción señala -y leo en forma textual el argumento del Fiscal-: 
“Corresponde imputar a los Directores de OSE el dar órdenes de que los coches a ellos asignados 
fueran enviados para su mantenimiento y reparación solamente al Taller Puerta Grande”. No vamos a 
seguir perdiendo tiempo, porque ya expliqué el tema de locomoción. Todos lo recuerdan; es reciente. 
Esta afirmación es de enorme gravedad y es insólito que este Fiscal omitiera tomar declaraciones a los 
choferes de los Directores. El grave error cometido por el señor Fiscal impidió que se probaran 
totalmente los hechos, ya que de haber recibido la declaración de mi chofer, se hubiera encontrado con 
la sorpresa de que quien habla no solamente no dio nunca una orden de llevar el vehículo a ningún 
taller determinado, sino que tampoco hizo uso de esa prerrogativa. El coche oficial Toyota Corolla que 
me fuera adjudicado no lo usé nunca, como ejemplo de austeridad. Usaba un coche VW Golf matrícula 
637 del año 1996, que era compartido por el Secretarios General, que a pesar de estar autorizado por 
el Poder Ejecutivo, nunca hizo uso de esa prerrogativa. 


Parece increíble que hoy me vea siendo víctima de denuncias por uso de locomoción oficial 
cuando bregamos con el ejemplo de austeridad. La grave equivocación del Fiscal actuante queda 
claramente demostrada cuando en la solicitud de procesamiento se refiere a la donación de 10 bolsas 
de Pórtland y gastos en viáticos como aportes de OSE al Monumento al Caballo. Como no investigó, 
no se dio cuenta de que esos aportes de ninguna manera fueron delictivos ni tampoco fueron hechos 
durante mi gestión en OSE. 


Quiere decir que el Fiscal pide procesamiento por el solo hecho de haber recibido y tramitado 
una solicitud de apoyo para ese monumento, ya que la recibí, y a los pocos días renuncié al 
Organismo. También el Fiscal omitió recibir declaraciones del escultor de la obra, quien además fue el 
que tuvo la iniciativa e indignado le hizo llegar la carta que puse en conocimiento de los miembros de 
esta Comisión, en la que deja en claro cómo se concretó esta obra. 


Otra grave equivocación del Fiscal actuante queda claramente demostrada cuando al pedir 
nuestro procesamiento por la construcción de una cancha de baby fútbol señala, sin haber investigado, 
que demandó cuantiosos aportes de fondos públicos, lo que queda demostrado que no es cierto. Si 
hubiera investigado se hubiera encontrado con la sorpresa de que la obra en su inmensa mayoría fue 
concretada con donaciones y colaboraciones de particulares. Además, el Juez actuante habla de la 
existencia de gradas, lo que demuestra la ligereza con la que se ha actuado, ya que no existe ninguna 
tribuna. 


Yo pregunto: ¿se puede cobrar al grito, y para procesar ni siquiera se tomaron la molestia de 
concurrir al lugar y verificar si lo denunciado se ajustaba a la verdad? 


Continuando con las graves equivocaciones cometidas por el Fiscal y el Juez actuantes 
queda demostrado una vez más cuando, en lo que respecta a los fondos permanentes, hablan de 
obras en el Club Universal de San José -esto es por Casas, ¡pobre Casas!- en el Club River de 
Florida y en el Club Atlético de Florida, obras hechas fuera de mi gestión en OSE, las que no 
solamente no constituyen delito, sino que de haberlas hecho durante mi gestión estaría orgulloso de 
haberlas concretado, pero que lamentablemente, reitero, no fueron hechas en mi gestión y por las 
mismas también se me pide el procesamiento. 


Otro de los graves errores del Fiscal queda también demostrado cuando pide el 
procesamiento por la publicidad. Acá viene el tema que no está incluido en la solicitud de desafuero 
hecha por el Fiscal, pero del cual vamos a hacer algunas puntualizaciones. 


Durante mi gestión en el Directorio de OSE estábamos con suma austeridad en materia de 
publicidad. Como dato concluyente puedo afirmar que, incluyendo la publicidad legal y obligatoria, 
durante mi gestión la incidencia de gastos en publicidad estaba en el orden del 0.1% del Presupuesto 
de la empresa. Hablando en cifras, se gastaba en publicidad aproximadamente U$S 200.000. Si 
comparamos, ANCAP, sólo con el auspicio a algunos eventos automovilísticos, gasta lo mismo que 
OSE en todo un año, por todo concepto de publicidad. Además y respecto de quien fue Presidente 
luego de mi gestión, el ingeniero Carlos Rodríguez Landoni, el Fiscal señaló que durante su gestión 
realizó contrato de publicidad con la emisora Yi FM 90.1 en Durazno, de la que fue permisario el 
ingeniero Rodríguez Landoni, lo que es falso y fue desmentido con pruebas por el acusado. 


Voy a dar lectura al editorial de “El Heraldo” de Florida, donde se pregunta: ¿A quién compró 
Amaro?, surgiendo del mismo que el medio que más publicidad recibía era el dirigido por el hoy 
Intendente de Florida por el Frente Amplio, Juan Giachetto. 


“ 


La nota se titula “¿A quién compró Amaro?” y dice: “Presidente y vicepresidente de OSE 
visitaron ayer la ciudad de Florida para ofrecer una conferencia de prensa en la que aportaron una lista 
completa de los gastos que OSE hizo en publicidad, en medios del departamento”. Aclaro que esto fue 
el 25 de abril y que el 8 de mayo era la elección municipal de la cual yo era candidato a la Intendencia. 


La nota continúa: “Se atribuyen a Juan Justo Amaro, que fue presidente de OSE, y a quienes 
estuvieron vinculados a él desde la presidencia, y seguramente se hace con la intención de generar 
hechos políticos. 


Bien, los datos -que insertamos en esta misma edición en la página segunda- revelan una 
contemplación de los medios de información locales, sin perder de vista a ninguno de ellos. 


La información es esclarecedora y destruye los rumores malintencionados que algunas 
personas han pretendido hacer correr por debajo de la mesa, con la intención de dañar la imagen de 
Juan Justo Amaro y de algunas personas o medios de comunicación de Florida. 


Surge de la información que medios como CW 33 y Claridad, que son afines al Frente 
Amplio, han recibido $ 58.000 y que junto a FTC, que desde enero del 2004 a la fecha ha cobrado $ 
67.000, y a FM Libertador, que en el mismo lapso recibió $ 100.000, están entre las más beneficiadas. 


Nadie puede decir que Luis Calachi, Juan Giachetto o Cesáreo López están directamente 
vinculados a la carrera política de Juan Justo Amaro, como tampoco que la agencia de publicidad del 
dirigente nacionalista Jesús Gerardo Martínez, que en el 2004 vendió publicidad por casi $ 40.000, 
pertenezca a un 'hombre' de Amaro. También sería un agravio gratuito decir que el diario Cambios, que 
vendió publicidad a OSE por $ 27.000, sirve a los intereses de Amaro. 


Que El Heraldo haya cobrado en el 2004 la suma de $ 38.491 no parece algo exorbitante y 
menos aún que la FM 104.5 (empresa vinculada) haya percibido $ 4.500 en todo el período, dinero que 
fuera destinado a financiar la producción de los micros informativos de Jorge Pérez Núñez, un dirigente 
del sector de Andrés Arocena. 


¿A quién compró Amaro? ¿Qué tan grave ha sido que dispusiera, entre el 1? de enero del 
2004 y marzo del 2005, de la suma de $ 696.123,10 para contratar publicidad entre 33 medios del 
departamento de Florida? ¿por qué es denigratorio que el Estado haya contratado publicidad en el 
departamento de Florida por $ 696.123,10 en 15 meses? Juan Justo Amaro no compró a nadie y en 
todo caso lo que podría reprochársele es que haya sido amplio y generoso en su criterio selectivo. 


No discriminó, no puso por delante su amistad con nadie, no premió ni castigó a amigos y a 
enemigos, no descalificó, ni sobrevaloró, ni fue petulante ni fue obsecuente con nadie. 


La información es transparente y pone las cosas en su lugar: Amaro no hizo “amiguismo' en 
Florida y es notorio, apoyó tanto a Jorge Moreira para que pudiera poner en la calle su revista Caras en 
Sarandí Grande como a Enrique Pandolfi -otro frenteamplista notorio- para que pudiera editar su 
página web “Florida On-line' para los floridenses del mundo, emprendimientos que sin esta publicidad 
posiblemente no existirían. 


Amaro “repartió” $1.400 por mes y por empresa en Florida, cuando las empresas públicas 
invierten fortunas en publicidad en los medios capitalinos y eso no es desdoroso ni deshonroso para su 
persona, para su carrera o para su partido político. Tal vez sí lo sea el uso político que el actual 
Directorio de OSE intenta darle pretendiendo arrojarlo en su contra, en medio de la campaña 
proselitista”. Esto aclara todo: $ 1.400 por empresa. Así yo hubiera estado mal: ¿los señores 
Senadores saben lo que es jugarse la Intendencia? Yo gané dos; se gasta la vida, los que somos 
pobres gastamos lo que tenemos y lo que no tenemos. Tengo documentos que demuestran las 
operaciones que tuve que hacer en la Caja Nacional y en Bancos, sin embargo el dinero no me alcanzó 
y pasé tres años empeñado. 


Resulta que ahora va a venir -y ojalá venga- algún procesamiento; bienvenido sea. Pero los 
señores Senadores saben cuál fue mi proceder: nunca hice cuestiones de partido y nunca atendí a la 
gente por partido. Mi Secretarios tenía la orden de atender a quien fuera a mi despacho con deferencia, 
como ciudadano uruguayo y, además, tratar de buscar, por todos los medios, respuestas efectivas. Y 
bueno, como nunca me puse un mango en el bolsillo y hay mucha gente que se lo ha puesto y yo no la 
veo presa, creo que en este país hay que ser ladrón para tener una buena condecoración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Voy a realizar una pregunta ajena a la exposición; es procesal. Imagino que los 
colegas, asesores del señor Senador Amaro, han visto el expediente, por lo que me gustaría saber si 
al día de hoy conocen que haya algún recurso de apelación. La pregunta no tiene connotación de 
ningún tipo, me refiero a un recurso de apelación que obviamente no puede provenir del señor Senador 
Amaro porque no hay resolución, sino de los otros casos. Hago esta pregunta aprovechando la 
presencia de los asesores del señor Senador Amaro. 


SEÑOR PEREIRA.- Hoy estaría venciendo el plazo de cinco días que tendrían los interesados. 


SEÑOR AMARO.- Quiero agradecer al señor Presidente, a los señores Senadores, a la señora 
Senadora, y a todos los funcionarios que me han tratado con deferencia y respeto y han sabido 
tolerarme. Si cometí algún error no estuvo en mi ánimo ofender, me siento tremendamente dolorido 
porque nunca creí en mi vida que iba a pasar este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Senador Amaro y de los doctores Jorge 
Pereira Schurmann y Daniel Martínez Correa. 


(Se retira de Sala el señor Senador Amaro y los doctores Pereira y Martínez) 


En lo que respecta a la comparecencia del señor Senador Amaro, obviamente, las 
actuaciones están concluidas, porque de su parte tampoco ha surgido ningún pedido adicional de 
prueba, más que la que ha incorporado. 


La pregunta que quiero hacer a los miembros de la Comisión es si alguien tiene algo para 
plantear. 


SEÑOR KORZENIAK.- En la sesión pasada dije que estaba seguro de que esta no es una Comisión 
Investigadora, sino una Comisión estable y, por consiguiente, salvo que hubiera alguna razón especial, 
no tendría que hacer ninguna otra diligencia indagatoria. Creo que con los elementos que se han 
aportado, tenemos que empezar a estudiarlos y fijar alguna fecha para comenzar a deliberar. 


Ahora bien; estimo que si alguno de los miembros de la Comisión quiere ir a mirar el 
expediente al Juzgado, éste no se va a oponer. En este momento ya hay procesados -no estoy 
hablando del señor Senador Amaro sino de otros- y, por tanto, el expediente dejó de ser de la reserva 
presumarial, e incluso se permitió a la Secretaría del Senado que fuera a mirar algunos documentos. 


Entonces, si uno quiere ir a ver algo al Juzgado, lo puede hacer. Según mi experiencia, cuando ejercía 
como abogado, en estos casos, podía ir y mirar, porque el Juzgado permite hacerlo. Pero si hay 
chance de que se puedan sacar fotocopias, más o menos rápido, de algo -no sé en qué condiciones 
estaría la Secretaría de poder realizar esta tarea- bienvenido sea. De otra forma, nosotros podríamos 
procurar el material, porque no creo que sea bueno para nadie y tampoco para el señor Senador 
Amaro, que esto se prolongue. Hoy fue claro al pedir rapidez en este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que cada uno de nosotros tendrá su opinión, con todo derecho y con el 
fundamento correspondiente, de cuál es la función que cumple la Comisión y cuáles son los 
fundamentos en función de los que va a tomar una determinación que, evidentemente, va a adoptar, 
porque estamos todos de acuerdo en que, aunque aquí no existen plazos, no vamos a rehuir tomar una 
decisión. Estimo que mi deber era, así como invitamos al señor Senador Amaro a hacer su exposición - 
decisión que adoptamos por unanimidad- y le dimos la oportunidad de incorporar alguna 
documentación en este ámbito, ofrecer otro tanto a los miembros de la Comisión que, según veo, no 
tienen nada para pedir. 


En consecuencia, sabiendo además que en estas horas el material que pueda faltar, va a 
estar a disposición de los señores Senadores -por lo menos, el principal- me parece que tendríamos 
que fijar en forma tentativa una primera fecha para deliberar y, eventualmente, tomar una decisión, y si 
en esa instancia no están dadas las condiciones, se verá. Como el próximo martes 15 hay sesión del 
Senado, de pronto el jueves 17, a las 14 y 30 horas, podríamos realizar una sesión especial para 
considerar este punto. Ese día, en función de las opiniones que den los integrantes de la Comisión, se 
resolverá cuál es el camino a tomar. Tenemos dos semanas por delante y nos habíamos dado también 
tres semanas antes de la convocatoria del señor Senador Amaro. Entonces, si los demás señores 
Senadores están de acuerdo, sin perjuicio de las sesiones ordinarias de la Comisión -que se realizan 
los martes, a las 14 y 30- nos reuniríamos en sesión especial el jueves 17 a las 14 y 30. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 20) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


